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Esta monografía pretende analizar los principales efectos administrativos y económicos 
que derivan del concepto de Autonomía territorial, contenido en el artículo 287 de la 
Constitución Política de 1991, sobre el Departamento de La Guajira. Desde la óptica 
del neoinstitucionalismo de la Ciencia Política y la Economía, dicho concepto es una 
institución político-normativa que ha incidido en la forma en la que el Departamento de 
La Guajira, ejerce las competencias designadas por la Constitución y las Leyes, 
administra los recursos que le corresponden y genera desarrollo económico y social. Se 
evidenciará que el Departamento no ha podido consolidar una base presupuestal 
suficiente para ejercer sus competencias en materia de desarrollo económico y 
prestación de servicios públicos. Lo anterior ha creado una debilidad institucional que 
ha impedido al Departamento de La Guajira, generar desarrollo social y económico. 
Palabras clave: Autonomía territorial, organización territorial, nivel intermedio de 
gobierno, neoinstitucionalismo, La Guajira.
ABSTRACT
This monograph seeks to analyze the main administrative and economic consequences 
derived from the concept of Territorial Autonomy included in Article 287 of the Political 
Constitutional Chart of 1991, on the Department of La Guajira. From the perspective of 
the Neo-institutionalism in Political Science and Economy, such a concept is a political-
regulatory framework that has affected the manner in which the Department of Guajira 
carries out   duties granted   by the regulations and the Constitutional Chart, manages 
allotted resources and fosters social and economic development.   As it shall be shown, 
the Department has not been able to consolidate an adequate budgetary platform that 
allows it to carry out its commitments regarding economic development and the 
provision of utilities. This   has created an   institutional weakness that has not fostered 
the   social and economic development of  the Department of La Guajira.    
Key words: Territorial Autonomy, territorial organization, intermediate level 
government, Neoinstitutionalism, La Guajira.
José Arcadio Buendía“Ante la impavidez de don Apolinar Mascote, siempre sin 
levantar la voz, hizo un pormenorizado recuento de cómo habían fundado la aldea, de 
cómo se habían repartido la tierra, abierto los caminos e introducido las mejoras que 
les había ido exigiendo la necesidad, sin haber molestado a gobierno alguno y sin que 
nadie los molestara. «Somos tan pacíficos que ni siquiera nos hemos muerto de muerte 
natural -dijo-. Ya ve que todavía no tenemos cementerio.» No se dolió de que el 
gobierno no los hubiera ayudado. Al contrario, se alegraba de que hasta entonces los 
hubiera dejado crecer en paz, y esperaba que así los siguiera dejando, porque ellos no 
habían fundado un pueblo para que el primer advenedizo les fuera a decir lo que 
debían hacer.“ 
Gabriel García Márquez, Cien Años de Soledad.
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INTRODUCCIÓN
“La Guajira es uno de los Departamentos colombianos con características propias más 
diferenciadas” (Meisel 2007, pág. 4). Para comprenderlo se necesita estudiar 
profundamente su geografía y complejidad cultural. Tradicionalmente para su análisis 
geográfico, este territorio se ha divido en tres áreas: la Alta, la Media y la Baja Guajira, 
las cuales poseen variedades climáticas, de flora, fauna y  actividades económicas 
(Meisel 2007, pág. 6). “La Guajira se distingue porque la mayor parte de su territorio es 
árido o semiárido. Incluso en muchas zonas la escasez de agua y vegetación es tan 
acentuada que se puede considerar un desierto” (Meisel 2007, pág. 8). Lo anterior 
explica el porqué en este territorio se presentan constantes sequías y escasea el agua.
En materia cultural, se destaca porque el 44,9% de su población es indígena, 
mayoritariamente de la etnia Wayuu (Comisión Económica Para América Latina y el 
Caribe [CEPAL] s.f., págs. 1-2). Dichos indígenas preservan hoy sus costumbres, su 
lengua y legislación.
Debido a su complejidad geográfica y  cultural dicho territorio se convirtió en 
un “problema”1 para la administración de los gobiernos centrales de la Colonia y más 
adelante, de los de la naciente República (De la Pedraja 1981, pág. 330). Son muchos 
los documentos históricos que relatan la imposibilidad de someter a los indígenas 
guajiros y la dificultad del Estado Central para imponerse en el territorio de La Guajira2.
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1 Sobre este asunto, De la Pedraja asegura que La Guajira representaba un gran escollo para el Gobierno 
Central porque era imposible ejercer control en ese territorio. Tal era la magnitud, que entre los años de 
1880 y 1890, mientras se resolvía un diferendo limítrofe entre Venezuela y Colombia, los diplomáticos 
colombianos tenían serias intenciones de otorgar este territorio a los venezolanos, para de una vez por 
todas librarse del “problema” que La Guajira encarnaba. Ver De la Pedraja pág. 353.
2  Uno de los hechos más reconocidos de la resistencia del pueblo Wayuu sobre la colonización, fue la 
revuelta de dicha comunidad contra los españoles en el año de 1769. Para más información consultar: 
Barrera, E. La rebelión Guajira de 1769 algunas constantes de la Cultura Wayuu y razones de su 
pervivencia.  Disponible en: http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/revistas/credencial/junio1990/
junio2.htm. Cabe también acotar una referencia del explorador francés Henri Candelier, quien por los 
años de 1890 recorría el territorio guajiro. Sobre este afirmaba que: “La península de la Guajira 
enteramente depende hoy de los Estados Unidos de Colombia. Desgraciadamente esa dependencia es 
solamente aparente e ilusoria; los indios son los amos y lo serán tal vez por mucho tiempo”. Sus 
impresiones están en el libro: Riohacha y los Indios guajiros. Disponible en: http://
www.banrepcultural.org/blaavirtual/historia/riohacha/rioindice.htm
Como la tarea de Sísifo3, compara Vásquez (1986, pág. 31), el intento de 
establecer instituciones político-administrativas de la República sobre la península de 
La Guajira, en el siglo XIX y parte del XX. A partir de la segunda mitad del siglo XIX 
los gobiernos centrales, ensayaban infructuosamente, formas de organizar dicho 
territorio. En 1846, el norte de la península se constituyó como Territorio Especial con 
el objeto de aislar a los indígenas para que estos, mediante relaciones de intercambio 
con los riohacheros, se incorporasen a la vida civilizada (De la Pedraja 1981, pág. 342). 
Esa forma de concebir las relaciones con los indígenas, “creó el vacío sobre el cual se 
estrelló una y otra vez la tarea de organización administrativa de la región” (Vásquez 
1983, pág. 32).
Para 1850, dicho territorio, se integró al Estado del Magdalena, posteriormente 
en 1870 se establece nuevamente como Territorio Especial bajo la jurisdicción directa 
de la Legislación y  la administración Nacional (Vásquez 1983, pág. 34). En 1898, La 
Guajira se conforma como Intendencia, para en 1911 convertirse en Comisaría Especial 
y volver a la jurisdicción del Departamento del Magdalena (Vásquez 1983, pág. 35). En 
el año 1954, dicho territorio, fe establecido como Intendencia, finalmente siendo erigido 
Departamento en 1964. Según el artículo 6 de la Constitución de 1886, las Intendencias 
y Comisarías quedaban bajo la administración inmediata del Gobierno Nacional y los 
legisladores se encargarían de proveer su organización administrativa, electoral judicial, 
etc. Es decir que La Guajira, no fue relativamente autónoma hasta que se convirtió en 
Departamento.
Las autoridades centrales no sólo improvisaban a la hora de establecer el tipo 
de organización político administrativa de dicho territorio, también lo hacían para 
definir sus límites y determinar su capital; todo se desarrollaba de acuerdo a 
preferencias subjetivas de los gobiernos centrales (Vásquez 1983, págs. 35-38).
Durante el siglo XIX y parte del XX, el territorio de La Guajira también se vio afectado 
por la escasez de recursos fiscales. De la Pedraja (1981, pág. 340 y 358) destaca cómo 
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3 Homero en la Odisea, en el Canto número XI, relata que Sísifo había sido condenado a arrastrar  enorme 
piedra hasta la cima de una colina. Cada vez que él estaba a punto de llegar a la cumbre, una fuerza 
desconocida hacía que la piedra cayera al suelo. Sísifo no quedaría libre, hasta que lograra llevar la piedra 
a la cúspide de esa montaña. Es una bella metáfora para comparar la tarea de lograr imponer instituciones 
político-administrativas en La Guajira.  
la falta de recursos fiscales de la Nación para atender a La Guajira, impidió que se 
pudiera ejecutar cualquier política para emprender una acción “civilizadora”. 
En ese mismo sentido, Vásquez (1983, pág. 70) expone que, a principios del 
siglo XX, el funcionamiento del Gobierno Regional se vio afectado por la concentración 
de las rentas en el nivel central. Por ejemplo, para 1907, la Intendencia de La Guajira no 
disponía de rentas, dicho territorio sólo contaba con pocos recursos del Gobierno 
Nacional, lo que impedía a dicha Intendencia asumir gastos propios (Vásquez 1983. 
pág. 70). Los impuestos que eran cobrados en el territorio guajiro, como el “Mercado 
Goajiro”, eran percibidos por el Departamento del Magdalena y quien nunca cedió 
dicho ingreso al territorio (Vásquez 1986, pág. 71). Por la explotación de las salinas en 
La Guajira, la Nación recibió unas rentas abundantes, de las cuales la Intendencia de La 
Guajira no participaba y la indemnización correspondiente era para el Departamento del 
Magdalena (Vásquez 1986, pág. 71). 
Al establecerse como Comisaría especial, empezó a percibir algunas otras 
rentas y  tuvo por primera vez un Administrador de Hacienda encargado de administrar y 
organizar dichas rentas como las de los licores, las de timbre nacional y de registro de 
instrumentos públicos (Vásquez 1986, págs. 72-73).
Pese a que en años posteriores se hicieron reformas para que el territorio de La 
Guajira tuviera rentas propias, dichos recursos eran escasos por problemas en los 
recaudos, contrabando y otras ineficiencias. Estas problemáticas fueron denunciadas en 
su momento por funcionarios propios de La Guajira y de los gobiernos centrales. 
Como se pudo observar hasta este punto, durante el siglo XIX, La Guajira no 
fue ajena a los conflictos suscitados por la organización territorial del país luego de la 
independencia, cada gobierno establecía una forma diferente de administrar al territorio 
guajiro. Dicha región también se vio afectada, principalmente en sus finanzas, por el 
proceso de centralización de la Constitución Política de 1886. 
Es evidente entonces que las discusiones en torno a la organización territorial 
juegan un papel importante a la hora de analizar la evolución institucional del país y de 
sus regiones. La historia del país en el siglo XIX estuvo marcada por conflictos entre las 
facciones que defendían una organización Centralista y  otra Federalista. A su vez, el 
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país estuvo regido por numerosas Constituciones que oscilaban entre dichas tipologías 
de organización territorial.
La Constitución de 1886 puso fin a esa disputa declarando la “centralización 
política y  descentralización administrativa”. Algunos autores, como es el caso de Jaime 
Castro (2002, págs. 26-32) aseguran que el proceso centralizador de esa Constitución 
afectó negativamente a los Departamentos y Municipios del país, anulando su 
Autonomía, sumiéndolos en la pobreza, el atraso y el abandono, impidiéndole contar 
con los instrumentos que les permitiesen construir un futuro mejor. En ese mismo 
sentido Rodrigo Rivera (2004, pág. 179) afirma que adoptar el centralismo en 1886 “es 
la más grave equivocación que ha tenido Colombia en cerca de doscientos años de vida 
como Nación, como Estado.” Según Rivera (2004, pág. 179) la administración 
centralista dejó en el abandono a bastas extensiones del territorio colombiano.
Tres años después de que la Intendencia de La Guajira fuera establecida como 
Departamento, el país empezó a revertir el proceso centralizador con la reforma 
constitucional del Presidente Carlos Lleras en 1968, que determinó un nuevo régimen 
de transferencias y además, procuró esfuerzos para ampliar la cobertura de servicios 
públicos. De igual forma en los años ochentas, el país siguió avanzando en ese proceso 
descentralizador por la vía de la participación política, con la implementación de la 
elección popular de Alcaldes.
Todas estas transformaciones empezaron a gestarse en el marco de cambios en 
la economía mundial. En los últimos treinta años, debido a la reconfiguración de las 
dinámicas económicas, con el fenómeno de la globalización, los Estados han 
reorganizado su estructura territorial para acomodarse a dichas dinámicas. Estos 
procesos todavía se están dando. Por ejemplo, Daniel Elazar, citado por Suelt (2008, 
pág. 160) afirma que el “mundo se encuentra ante un cambio de paradigma, es decir, del 
que representaba el Estado-Nación como modelo estatal esencialmente moderno, al que 
encarnan las federaciones, modelo político en principio más adaptado a las necesidades 
que plantean la diversidad y complejidad del mundo contemporáneo.”
Colombia, también sufría transformaciones en ese sentido durante los años 80, 
como era la elección de alcaldes. En el marco de esas discusiones, también reviven 
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movimientos que promueven una reforma al modelo de organización territorial 
colombiano. Estos debates, quedaron plasmados en la Asamblea Nacional 
Constituyente. En dicha asamblea renacieron los debates sobre modelos de organización 
territorial que propugnaban por diferentes tipologías de Estado. 
Lo aprobado en el título XI de la Constitución del 91 -que trata sobre la 
organización territorial- tuvo como objetivo otorgar “un mayor grado de autonomía a 
entidades territoriales; acelerar y hacer más efectiva la descentralización, tanto 
administrativa como política; fortalecer económica y financieramente a los diversos 
entes territoriales” (Naranjo 1991, pág. 39), entre otros asuntos. El concepto de 
Autonomía fue la más grande innovación en materia de ordenamiento territorial en la 
Constitución de 1991 (Piedrahita 2006, pág. 77). La introducción de dicho concepto 
buscó darle un vuelco a la concepción centralista del Estado que imperó desde la 
Constitución de 1886 (Pretelt 2013, pág. 187).
Pese a las intenciones de las reformas consignadas en la Constitución de 1991, 
La Guajira sigue siendo hoy un “problema”, así como lo fue en gran parte del siglo XIX 
y el XX para el país: todavía la presencia del Estado es precaria y las condiciones 
económicas y sociales son preocupantes. 
Por todo lo anterior, esta investigación se ha puesto el objetivo de analizar 
cuáles han sido las herramientas que, la inserción del concepto de Autonomía territorial 
en la Constitución de 1991, le ha ofrecido a un Departamento tan complejo como La 
Guajira; sus efectos sobre la administración y si estas han sido suficientes para brindar 
desarrollo económico y  social al Departamento. Se tomará el periodo comprendido entre 
el año 1991 y el 2012.
Como referente teórico, se utilizará el neoinstitucionalismo de la ciencia 
política y  la economía. Se parte de la base de que el concepto de Autonomía territorial 
es una institución político-normativa que influye directamente en el sistema político y 
económico de las entidades territoriales. 
Es pertinente, entonces, definir el concepto de institución. Douglass North 
(2006, pág. 13), ofrece esta definición: son “las reglas de juego en una sociedad o, más 
formalmente, las limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interacción 
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humana”. A su vez, considera que el “cambio institucional conforma el modo en que las 
sociedades evolucionan a lo largo del tiempo, por lo cual es la clave para entender el 
cambio histórico” (North 2006, pág. 13). En ese mismo sentido, March y  Olsen 
determinan que “el marco institucional -el conjunto de normas, tradiciones y 
costumbres que existen en un sistema político- facilita la estabilidad porque estas reglas 
y tradiciones son los puntos de referencia a partir de los cuales los actores deciden su 
comportamiento” (Vergara 1997, pág. 25).
El neoinstitucionalismo, se ha convertido en un referente para entender cómo 
se genera desarrollo económico. Por ejemplo Acemoglu y Robinson (2012, págs. 67-77) 
desvirtúan las teorías que aseguraban que los orígenes de la pobreza y  la riqueza se 
encuentran en aspectos climatológicos, geográficos y  culturales de los territorios, en su 
lugar le dan un papel preponderante a las instituciones políticas. Dichas instituciones 
políticas influyen en el desarrollo económico porque, determinan las reglas del juego y a 
su vez, quién detenta el poder en una sociedad y  los fines con los que usa ese poder 
(Acemoglu y Robinson 2012, págs. 102-103). Por lo anterior, “el éxito económico de 
los países difiere debido a las diferencias entre sus instituciones, a las reglas que 
influyen en cómo funciona la economía y a los incentivos que motivan a las 
personas” (Acemoglu y Robinson 2012, pág. 95).
De igual forma es importante definir qué se entiende en esta investigación 
cuando se habla de “debilidad o institucional”. Para comprender lo anterior, hay que 
tener en cuenta que la “fortaleza o debilidad del marco institucional de un país debe 
evaluarse en relación al grado en que incentiva la eficiencia económica y la equidad 
social” (Instituto internacional de gobernabilidad 1998, pág. 21).
Otro aspecto de suma importancia para el desarrollo teórico de esta 
investigación es explicar qué se entiende por “desarrollo” en el presente trabajo de 
grado. Aunque existen diversas acepciones y  definiciones de dicho concepto, esta 
monografía comparte lo expuesto por el filósofo y economista Amartya Sen (2009, 
págs. 19 y 54-55), quien entiende el desarrollo como algo más complejo que procesos 
de crecimiento económico, industrialización, etc. Para Sen (2009, pág. 19) el desarrollo 
también debe entenderse como la expansión de las libertades y debe tener en cuenta el 
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establecimiento de instituciones sociales que brinden bienestar a los habitantes así como 
también el fortalecimiento de los derechos políticos y humanos. Teniendo en cuenta lo 
anterior, en esta investigación se hará énfasis en indicadores sociales que demuestren 
cómo la intervención del Estado puede reducir la pobreza, la desigualdad, las 
necesidades básicas insatisfechas y así generar desarrollo. De igual manera, se obviaran 
indicadores como el Producto Interno Bruto PIB, el Producto Nacional Bruto PNB, el 
Producto Interno Bruto Per Cápita, o a fines, porque dichos indicadores exponen el 
nivel de crecimiento económico y no el desarrollo.
De acuerdo a esa base teórica, se analizará el cambio institucional, sobre 
ordenamiento territorial, entre las constituciones de 1886 y  1991, asimismo de las 
diversas Leyes que tratan sobre esa materia. En segundo lugar se estudiarán los efectos 
que ha generado la institución política del concepto de Autonomía en materia 
administrativa y por último sus efectos sobre el desarrollo económico y social. La 
hipótesis de la investigación radica en que el concepto de Autonomía, en lo que atañe a 
la administración del Departamento, influye directamente en el manejo y eficiencia de 
las competencias y  recursos, destinados por la Constitución y las Leyes para resolver 
sus propios asuntos. Al disponer de pocos recursos fiscales, dicho Departamento no 
puede ejercer plenamente las competencias en materia de desarrollo económico y 
prestación de servicios públicos, esto genera una debilidad institucional que impide que 
haya desarrollo económico y social en el Departamento de La Guajira.
Esta investigación, posibilitará enriquecer el debate inconcluso sobre la 
organización territorial del país, que es uno de los aspectos trascendentales de cualquier 
Estado moderno, puesto que se ocupa de distribuir no sólo el territorio, sino también el 
poder político y  los recursos fiscales a las entidades territoriales existentes y  eso influye 
directamente en el desarrollo económico. Es por eso que “una precondición para el 
desarrollo, o bien una fórmula para superar los impedimentos hacia el desarrollo, es la 
capacidad de un Estado para organizarse y distribuirse territorialmente” (Sagawe 2003, 
pág. 109).
La novedad de esta investigación consiste en que se analizará al concepto de 
Autonomía desde el punto de vista del neoinstitucionalismo de la Ciencia Política y  la 
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Economía, dicho concepto ha sido mayoritariamente investigado desde las ciencias 
jurídicas. Por ello esta investigación será un insumo para los politólogos que deseen 
trabajar y profundizar más sobre el diseño institucional para generar desarrollo. Además 
es un estudio que recoge una basta información sobre el Departamento de La Guajira, 
uno de los más complejos del país; territorio que requiere de investigaciones profundas, 
desde la Ciencia Política para producir conocimiento relevante que le ofrezca soluciones 
a los problemas de ese Departamento.
Para cumplir el objetivo de la investigación, esta monografía se dividirá en tres 
capítulos. En el primero se definirá, según el modelo de organización territorial 
colombiano, cuáles son las características del concepto de Autonomía, se evidenciarán 
las principales tensiones y  contrastará esa información con la doctrina que versa sobre 
dicha materia. En el segundo capítulo se analizará de qué manera influye el marco 
institucional de Autonomía sobre la administración del Departamento, en la ejecución y 
eficiencia de las competencias asignadas y la disposición de los recursos fiscales de La 
Guajira. En el tercero se estudiará cómo el concepto de Autonomía contemplado en el 
modelo de organización territorial colombiano, influye en el desarrollo económico del 
Departamento, según estadísticas y estudios pertinentes.
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1. EL CONCEPTO DE AUTONOMÍA TERRITORIAL
Durante la Asamblea Nacional Constituyente “sin duda, uno de los temas más 
complejos –si no el más- fue el de reordenamiento territorial” (Naranjo 1991, pág. 39). 
Dicha Asamblea, reabrió los debates y tensiones entre diversos modelos de organización 
territorial, principalmente: Estado Federal, Estado Regional y Estado Unitario. Dentro 
de estas tres propuestas, el concepto de Autonomía territorial, juega un rol de suma 
importancia. Cada modelo de organización territorial, básicamente, discute qué grado de 
Autonomía detentan las entidades territoriales.
1.1  El alcance del concepto de Autonomía en las tradicionales formas de Estado.
Para comprender las discusiones sobre el concepto de Autonomía que se dieron dentro 
de la Asamblea Nacional Constituyente sobre organización territorial, es necesario 
explicar desde la doctrina del Derecho y la Ciencia Política, las distintas formas clásicas 
de Estado, mencionadas en el párrafo anterior, ya que las propuestas dentro de la ANC, 
no están rotuladas ni enmarcadas dentro de una denominación específica y algunas 
poseen aspectos mixtos o complejos. De igual forma, como el referente fáctico de la 
presente investigación será un Departamento -que en Colombia es la entidad media de 
gobierno- como el de La Guajira, en dichos análisis de la Autonomía en las diferentes 
formas de Estado se hará énfasis en cómo este concepto se desarrolla en el nivel medio 
de gobierno.
A. Estado unitario.
Según Prélot citado por Badía (1986, pág. 47) en el Estado unitario, es en el centro 
donde se origina la conducción política y  donde tiene asiento la mayor jerarquía de 
poder. Esta forma de Estado cuenta con una sola Constitución, una sola soberanía y un 
conjunto de instituciones judiciales, legislativas y ejecutivas que tienen influencia en 
todo el territorio. La descentralización y la Autonomía permiten que esa tipología de 
Estado, pueda virar en otras formas de Estado: complejo, Federal y Regional (Badía 
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1986, pág. 49). La descentralización es un componente necesario dentro de un Estado 
Unitario porque es imposible gobernar y realizar las demás tareas desde el centro; la 
excesiva centralización puede ser perjudicial para el Estado. Diversos autores exponen 
que existe cierto anacronismo en la concepción del Estado unitario, por lo menos en su 
estructura simple, ya que este obedece a las lógicas de la monarquía absoluta y al 
proceso centralizador de la burguesía de la revolución francesa; otras formas de Estado 
son más compatibles con conceptos más modernos de democracia como la pluralista. 
(Badía 1986, págs. 74-76)
La Autonomía, es un concepto de suma importancia para diferenciar y 
comprender las diversas formas que derivan del Estado unitario. Éste, implica 
competencias políticas, es decir, la capacidad de una entidad territorial de promulgar 
Leyes con arreglo al sistema jurídico más grande. La Autonomía administrativa es un 
efecto de la descentralización y no es Autonomía en términos políticos. Dentro de un 
Estado unitario simple, prima la descentralización administrativa, la Autonomía es 
limitada puesto que las principales decisiones se toman desde el centro y se imponen 
sobre las demás entidades territoriales, sin embargo, dichas entidades territoriales 
conservan potestades administrativas.
La Autonomía en el nivel intermedio de los Estados Unitarios depende de si 
éste es simple o complejo; o si llega a formas con niveles de Autonomía más amplios, 
como en el Estado Federal y Regional. En los Estados Unitarios clásicos o simples, la 
Autonomía en el nivel intermedio de gobierno es limitada, ya que estos se caracterizan 
por estructurarse en forma piramidal, porque sus dictámenes vienen desde el centro y 
llegan hasta la base (Muñoz 2001, pág. 88). Es decir que en el nivel intermedio se 
presenta lo que Fernando Badía (1986) define como: una “Autonomía administrativa”, 
en la que se le otorga unas competencias para atender sus asuntos propios, sin detentar 
plenas competencias políticas. Algunos Estados Unitarios han permitido, en sus 
entidades territoriales intermedias, unos niveles mayores de Autonomía y 




Según Augusto Trujillo (2001, pág. 80), “el sistema Federal supone la pluralidad 
política en medio de un pacto de unión que suscriben varios Estados”. De la misma 
manera, Prélot citado por Badía (1986, pág. 92) lo define como aquel “Estado en el que 
se encuentra una pluralidad de ordenamientos constitucionales, ente los que figura un 
ordenamiento constitucional superior, al que se subordinan y en el que participan, los 
órganos de los ordenamientos inferiores”. Y además según Badía (1986, pág. 92), la 
estructura del Estado Federal posee una composición mixta, puesto que tiene elementos 
unitarios y federativos.
Muñoz (2001, pág. 80) citando a Naranjo (1994), explica que dos principios 
son esenciales para el funcionamiento de la federación: el de participación y el de 
Autonomía. El primero implica que los Estados miembros deben colaborar y -como su 
nombre lo indica- participar en la toma de decisión de los asuntos que los afecten a 
todos en común y porque deben participar en la gestión de sus intereses. El segundo, 
radica en la capacidad de reformar la Constitución (con arreglo a lo dispuesto en la 
Constitución Federal) y  en promulgar Leyes y en mantener la independencia de sus 
instituciones administrativas, legislativas y judiciales.
El nivel intermedio de gobierno de los Estados Federales se caracteriza por 
disponer de una amplia Autonomía puesto que en dichas entidades territoriales residen 
poderes y competencias jurisdiccionales, legales, constitucionales, además de las 
administrativas. “Cada entidad territorial, en consecuencia, está dotada de la Autonomía 
para darse una Constitución, con el único límite de observar las normas y  límites 
contenidos en la Constitución Federal” (Suelt 2008, pág. 182). Suelt (2008, pág. 182), 
citando a Badía (1986), afirma que en la Carta Política de un Estado Federal “suele 
establecerse la participación de las unidades territoriales en la conformación de la 
voluntad Federal; esta participación, así como su autonomía legislativa, constituyen 




Dos modelos son claves para entender esta tipología de Estado, el italiano y el español. 
En principio, se puede considerar a la Región como “un hecho geográfico, etnográfico, 
económico, histórico y cultural vivido en común.” (Badía 1986, pág. 156). Hablando 
sobre la estructura del Estado, las regiones, poseen personalidad jurídica propia y 
pública, son entidades territoriales delimitadas dentro del territorio estatal; pueden 
funcionar como circunscripciones administrativas del Estado para los asuntos que no se 
encuentran bajo la competencia regional; además, las regiones gozan de Autonomía 
legislativa (Badía 1986, págs. 164-167). La tipología de Estado Regional se considera 
como un modelo intermedio entre el Estado unitario y el Federal, lo que significa que 
comparte aspectos de estas tipologías, según las funciones y las competencias que se 
otorguen a la Región (Vidal 2008, págs. 31-32).
El principio esencial del Estado Regional es el de Autonomía, en términos que 
desbordan la más generosa descentralización (Muñoz 2001, pág. 103). La Región es una 
entidad autónoma y autárquica, debido a que pude producir Leyes que tienen eficacia 
normativa en los límites de la propia competencia y a que le es posible defender y 
promover sus propios intereses por medio de su actividad administrativa (Badía 1986 
pág. 168). Esta entidad territorial, pese a que cuenta con una amplia Autonomía, es 
menor que en el Estado Federal,  y  esta se encuentra limitada también por principios de 
Unidad, como sucede en el caso español.
El nivel intermedio en esta tipología de Estado, que como sabemos se 
denomina Región, posee una Autonomía amplia porque a dichas entidades “se les 
atribuye un ámbito competencial vía constitucional, sobre el cual pueden ejercer 
autonomía legislativa y potestad reglamentaria, es decir, se garantiza 
constitucionalmente su autonomía política” (Suelt 2008, pág. 170). Y en ese sentido, 
Suelt (2008, pág. 170), citando a Badía (1986), asegura que las regiones “dictan por 
tanto sus propias Leyes y dirigen su actividad administrativa de acuerdo con sus fines”. 
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1.2. Discusiones sobre el concepto de Autonomía en el nivel intermedio de gobierno 
durante la Asamblea Nacional Constituyente. Principales propuestas.
Para estudiar las discusiones sobre el concepto de Autonomía que tuvieron lugar durante 
la Asamblea Nacional Constituyente, en primer término hay que exponer las principales 
propuestas que defendían una forma de Estado en particular y al analizar las 
competencias otorgadas a las entidades territoriales del nivel intermedio de gobierno, 
podemos determinar qué clase de Autonomía se está debatiendo.
A. Propuesta de Estado Regional.
La principal propuesta sobre Estado Regional, la exponen los constituyentes Horacio 
Serpa, Guillermo Perry  y Eduardo Verano en la gaceta número 24. En todo el proyecto, 
el concepto de Autonomía desempeña un papel trascendental para la constitución de la 
Región. Por ejemplo, se hace plena referencia a que “el Estado garantizará la 
Autonomía de las entidades territoriales en la decisión, manejo y ejecución de los 
asuntos de su competencia”. A su vez, se consigna que la Región es una entidad 
territorial autónoma, conformada por dos o más Departamentos, que comparten 
características geográficas, económicas, sociales, históricas y  culturales comunes o 
intereses comunes.
Dentro de esta propuesta, se percibe una Autonomía en términos políticos para 
la entidad territorial denominada Región, conservando aspectos del Estado unitario. 
Dentro de sus competencias está la capacidad de legislar en asuntos propios y 
delegados, por medio de la Asamblea Regional que sería su órgano legislativo. Dichas 
Regiones, se regirán por sus propios estatutos que han de ser aprobados por la Asamblea 
Regional y que corresponderá al primer acto legislativo de ésta corporación. La Región 
debe articularse bajo los principios de concurrencia y cooperación con el Estado y los 
Departamentos.
El Presidente de la República es el encargado de nombrar al Administrador 
Regional, quien es la máxima autoridad administrativa de la Región. Además las 
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Regiones se constituyen por Ley, por iniciativa popular o gubernamental tramitada ante 
el Senado. Además las entidades territoriales como los Departamentos y Municipios 
mantienen una Autonomía administrativa.
En esta propuesta, se vislumbran diversos niveles de gobierno: el municipal, el 
departamental, el regional y el nacional. En esta propuesta, a la Región se le otorga una 
Autonomía política reflejada en la capacidad competencial de dicha entidad territorial 
para legislar en asuntos propios o delegados, además de otorgársela competencias de 
planeación y  desarrollo regional. El Departamento se mantiene como entidad territorial 
con unas competencias administrativas.
B. Propuesta Federal.
En la Gaceta Constitucional número 5 se puede analizar la propuesta del Presidente 
Gaviria frente a la organización territorial del Estado colombiano. Aunque la propuesta 
no está enmarcada dentro de la categoría de "Federal", los rasgos de esta tipología de 
Estado se denotan del discurso inaugural de la Asamblea, en donde el Presidente 
Gaviria habla abiertamente de un Estado Federal; y a su vez al interior del articulado de 
dicha propuesta, en donde se utilizan conceptos como la competencia residual en 
materia legislativa (Estupiñán 2012, pág. 137-138).
En primer lugar, esta propuesta consigna que los Departamentos -nivel 
intermedio de gobierno- están dotados de Autonomía, lo cual les permite administrar los 
asuntos seccionases y ejercen funciones legislativas, entre otras. En ese mismo sentido, 
en este proyecto se expone la delegación legislativa, lo que significa que el Congreso 
puede delegar a todos o a algunos de los Departamentos la potestad de dictar normas. 
Igualmente, el Congreso puede otorgar facultades especiales a las Asambleas 
departamentales cuando estas lo soliciten, para que estas entidades puedan legislar 
dentro de su competencia territorial y  sobre estrictas materias que sean atribuidas. Como 
se puede evidenciar, la Asamblea departamental, entonces, es el órgano legislativo.
El concepto de Autonomía que se debatió en este proyecto se entiende en 
términos políticos, es decir, las Asambleas departamentales, pueden ejercer funciones 
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legislativas, lo que les otorgas un amplio margen de acción. A su vez, el Departamento 
también goza de Autonomía administrativa, lo que viene por añadidura a la Autonomía 
política. De igual forma, esta propuesta Federal, está enmarcada dentro de un Estado 
unitario complejo, por lo que el país conserva una sola soberanía, además de un 
conjunto de instituciones que inciden dentro de todo el territorio nacional.
C. Propuestas Unitarias.
Dentro de la Asamblea Nacional Constituyente, diversas propuestas defienden la 
estructuración de un Estado Unitario en Colombia. En dichas propuesta existe una 
divergencia sobre cuál debería ser la entidad intermedia entre el Gobierno Nacional y 
las entidades locales como los Municipios. Un bloque defiende a los Departamentos y el 
segundo defiende a las Regiones como entidad intermedia, cambiando con esto el 
concepto de Autonomía territorial en ambas discusiones4. 
En el primer bloque, la Federación Colombiana de Municipios, constituyentes 
como Juan Gómez Martínez, Hernando Londoño, Cornelio Reyes, Álvaro Cala, entre 
otros, en términos generales abogaban por un Estado unitario, descentralizado en donde 
el concepto de Autonomía se debe entender en términos administrativos, puesto que las 
entidades territoriales intermedias (Departamentos) se presentan como agentes 
coordinadores intermedios entre la Nación y  los Municipios. Las principales 
competencias políticas están centradas en los órganos nacionales como el Congreso.
En el segundo bloque, podemos evidenciar tres propuestas: la primera, 
contempla sustituir a los Departamentos por Regiones. La segunda, propone mantener a 
los Departamentos estableciendo a las regiones como entidades territoriales. Y la tercera 
que preveía la consolidación de regiones para la prestación de servicios públicos. En las 
diversas propuestas de este bloque, como las de los constituyentes: Alfredo Vásquez, 
Aída Abello, Jaime Álvaro Fajardo Landaeta, Darío Antonio Mejía Agudelo, entre otros, 
se hace énfasis en el concepto de Autonomía dentro de las regiones y los 
Departamentos, sin embargo en muchos casos se encuentra limitada a defensa y 
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4 Para analizar más a fondo el contenido de dichas propuestas,  ver las gacetas número 33, 25, y 27, de la 
Asamblea Nacional Constituyente.
administración de sus intereses, o no se profundiza en qué aspectos debe desarrollarse 
dicho concepto.
1.3.  La Autonomía y la Constitución Política de 1991.
Al final de los debates sobre organización territorial, las propuestas que contemplaban 
competencias políticas para las entidades territoriales intermedias, fueron descartadas y 
se diseñó un modelo de Estado Unitario, Descentralizado y con Autonomía de sus 
entidades territoriales, esta última limitada al artículo 287 de la Carta Política: Las 
entidades territoriales gozan de Autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de 
los límites de la Constitución y la Ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 1. 
Gobernarse por autoridades propias. 2. Ejercer las competencias que les correspondan. 
3. Administrar los recursos y  establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 4. Participar en las rentas nacionales. Algo bastante alejado de la 
definición doctrinaria de Autonomía, que implica, al menos, competencias legislativas. 
Sin embargo, dicho concepto encaja en las definiciones propias de un Estado unitario 
descentralizado.
A. Definición del concepto de Autonomía según la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional.
En la jurisprudencia de la Corte Constitucional, se resaltan tres elementos en lo 
concerniente a la definición del concepto de Autonomía territorial. En primer lugar, se 
define el núcleo esencial de la Autonomía. En segundo lugar se esgrime la defensa de 
los presupuestos del Estado unitario y la limitación del concepto de Autonomía. Y en 
tercer lugar se trata sobre la protección que debe haber sobre el derecho de las entidades 
territoriales a gozar de Autonomía. 
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B. Autonomía como defensa de intereses.
Un elemento común que se resalta en las sentencias de la Corte Constitucional sobre el 
concepto de Autonomía es la defensa y  consecución de los intereses intrínsecos de cada 
entidad territorial. Por ejemplo en la sentencia C-478 de 1992, con Eduardo Cifuentes 
Múñoz como Magistrado ponente, se esgrime que la Autonomía radica en generar una 
mayor libertad de los asociados en aras de un mayor bienestar y  control de sus propios 
intereses. En ese mismo mismo sentido, la sentencia C-535 de 1996 con Magistrado 
ponente Alejandro Martinez Caballero, establece que el núcleo central del concepto de 
Autonomía radica esencialmente en los poderes de acción que ostentan las entidades 
territoriales para poder satisfacer sus propios intereses, otras sentencias hacen énfasis en 
que dichos intereses deben estar en concordancia a los intereses nacionales. 
C. La unidad y las limitaciones del concepto de Autonomía
La jurisprudencia de la Corte Constitucional en materia de Autonomía territorial, ha 
defendido los presupuestos del Estado Unitario. Por ejemplo la sentencia C-004 de 1993 
con ponencia de Ciro Angarita Barón, se define que la introducción del concepto de 
Autonomía, establece nuevas condiciones de relación entre el centro y  la periferia, sin 
embargo, dichas relaciones están enmarcadas dentro de lo establecido por el Estado 
Unitario. A su vez afirma que la Ley debe establecer los intereses generales y por ende 
puede incidir en los asuntos locales, para armonizar los distintos intereses. A su vez la 
jurisprudencia de la Corte, hace hincapié en la limitación del concepto estudiado. Por 
ejemplo, en la sentencia C-579 de 2001 se expone que la Autonomía se encuentra 
limitada por el principio de unidad, puesto que la naturaleza jurídica del Estado unitario 
presupone la centralización política debido a la prevalencia del interés general que 
requiere de una unidad en la legislación, en las decisiones políticas y  en la 
administración. A su vez la anterior sentencia, explica que el principio de Unidad 
también se encuentra limitado, por la potestad de cada entidad territorial en gestionar 
sus intereses. Sobre la limitación de la Autonomía, también en la sentencia C-216 de 
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1994 se afirma que pese a que la Carta Política establece el derecho a la Autonomía de 
las entidades territoriales, este está limitado por la Constitución y las Leyes, conforme a 
la filosofía política de una República Unitaria.
D. Protección del legislador hacia la Autonomía de las entidades territoriales.
De igual forma, un elemento que está siempre presente dentro de la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, es el respeto que debe tener el legislador hacia los derechos de la 
entidades territoriales en materia de Autonomía. En la sentencia C-535 de 1996, se 
determina que el legislador no puede violar la facultad que tiene cada entidad para 
gobernarse por autoridades propias y que este derecho debe ser protegido. En ese mismo 
sentido, la sentencia C-579 de 2001 hace referencia sobre las prerrogativas 
constitucionales de Autonomía, contenidas en el artículo 287 de la Constitución Política 
de 1991 y que deben ser respetados por el legislador.
1.4. Progresos y retrocesos en materia de Autonomía a partir de la Constitución del 
91.
Como ya se había visto en la introducción, antes de la entrada en vigencia de la 
Constitución del 91, se habían dado avances en materia de descentralización y 
Autonomía. Sin embargo, en los últimos años, también es posible vislumbrar una serie 
de reformas que han afectado los principios de Autonomía territorial. Entre los avances 
que se destacan desde la Constitución de 1991, están: la participación política y la 
asignación de más recursos para las entidades territoriales. Igualmente, para estudiar los 
retrocesos, es necesario analizar dos normas que han representado un cambio sustancial 
en el ordenamiento territorial colombiano: la primera es la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial (LOOT) y la segunda es la reforma constitucional al sistema 
de regalías, ambas aprobadas en el año 2011. 
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A. Participación política.
Con la aprobación de la Constitución de1991, se avanzó en la elección popular de 
Gobernadores, profundizándose más la descentralización después de haberse aprobado 
la elección de Alcaldes en los ochentas. Para el expresidente Ernesto Samper, en el 
prólogo del libro de Amylkar Acosta (1993), dicha evolución representó un 
“significativo paso hacia adelante, en la medida en que el soporte de la legitimidad del 
gobierno regional dejó de ubicarse en los pasillos de las gobernaciones departamentales 
y del Ministerio de Gobierno para quedar enraizado en la comunidad misma”. En ese 
sentido, el exgobernador de Nariño, Álvaro Zarama (Ver anexo 4), asegura que la 
Constitución del 91 permitió que se avanzara en la descentralización y  Autonomía con 
la elección popular de Gobernadores.
La elección popular de Gobernadores, se tradujo en una relación distinta entre, 
la figura del Gobernador, y  las entidades administrativas del orden municipal, 
departamental y  nacional; dicha elección le otorgó mayor responsabilidad a los 
Gobernadores frente a la población de su Departamento (Ballesteros, ver anexo 2).
B. Más recursos para los Departamentos.
Entrada en vigencia la Constitución de 1991, se otorgan más competencias a las 
entidades territoriales y se les otorgan más recursos. En 1993 se aprueba la Ley 60, que 
crea el Situado Fiscal, en desarrollo de los artículos 356 y 357 de la Carta Política. Estos 
recursos, destinados de los ingresos corrientes de la Nación, serían cedidos a las 
entidades territoriales existentes, dichos recursos serían invertidos por los entes 
territoriales. principalmente en salud y educación. Luego, la Ley 715 de 2001, crearía el 
Sistema General de Participaciones, modificada posteriormente por la Ley 1176 de 
2007. El Sistema General de Participaciones gira recursos a las entidades territoriales 
para que sean invertidos en salud, educación y saneamiento básico.
Adicionalmente, para 1994 en ejercicio de los artículos 360 y 361 de la 
Constitución, se aprueba la Ley 141, que determinaba que un 80% de los recursos de 
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regalías se repartirían de manera directa a los Municipios y  Departamentos productores 
y el resto (20%) lo dispondría el Fondo Nacional de Regalías para adelantar proyectos a 
manera de redistribución. Según el artículo 361 de la Constitución (antes de ser 
modificado), estos recursos se destinarían a la promoción de la minería, a la 
preservación del ambiente y a financiar proyectos regionales de inversión definidos 
como prioritarios en los planes de desarrollo de las respectivas entidades territoriales. El 
Acto Legislativo 5 de 2011 modificaría esas disposiciones.
C. Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial.
Luego de más de 20 intentos fallidos, el Congreso de la República expide la Ley 1454 
de 2011. Con esta Ley, se pretendió dar cumplimiento a lo estipulado en la Constitución 
para puntualizar competencias, establecer esquemas de asociatividad y  definir los 
principios del ordenamiento territorial. Posterior a su aprobación, algunos critican su 
carácter general y el que no significase una novedad especial en asuntos territoriales. 
Pese a ciertos aspectos positivos de esta Ley, se queda muy corta en “establecer la 
organización político administrativa clara y  precisa del Estado, y mediar como un 
instrumento para el desarrollo, en la medida que podía establecer el marco normativo de 
gestión, planificación y respuesta a las necesidades y  demandas de derechos, por parte 
de todas las autoridades y niveles de gobierno” (Instituto de Ciencia Política Hernán 
Echavarría 2011, pág. 4).
Puede decirse que la LOOT, es una norma ajustada a las concepciones del 
modelo de Organización Territorial colombiano, en donde la Autonomía está supeditada 
al principio de Unidad Nacional, como queda establecido en los principios de esta 
norma. Sin embargo, se esperaba que dicha Ley avanzara más en la definición de las 
competencias y la consolidación de nuevas entidades territoriales como las Regiones.
Sobre esa Ley Orgánica existe un pronunciamiento de la Corte Constitucional 
(sentencia C-489 de 2012) asegurando que existen omisiones legislativas absolutas en lo 
que tiene que ver con la regulación de las regiones y como entidades territoriales y las 
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entidades territoriales indígenas. A su vez, en dicha sentencia se exhorta al Congreso a 
legislar sobre esos asuntos.
Para la Corte Constitucional, por ejemplo, la omisión absoluta en lo que se 
refiere a la regulación de los territorios indígenas, “implica un desconocimiento de los 
presupuestos constitucionales de autonomía y  descentralización de las entidades 
territoriales que a su vez afectan principios como el pluralismo y multiculturalidad que 
se encuentran dispuestos como principios de la Constitución de 1991”.
D. Reforma al sistema de regalías.
Para el Magistrado Jorge Pretelt (2013, pág. 205), “el Acto Legislativo 05 de 2011 
introdujo un cambio significativo en el sistema de reparto de regalías que afecta los 
recursos de inversión social de las entidades territoriales y su autonomía para 
destinarlos a sus propias prioridades de desarrollo”. Con dicha reforma constitucional se 
modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución con el objetivo de establecer el 
Sistema General de Regalías. En términos generales, esta reforma busca distribuir los 
recursos de regalías entre todos los departamentos del país, por medio de una serie de 
fondos que pretenden financiar proyectos sociales, de educación, ciencia, tecnología e 
innovación, para incentivar el ahorro público, para garantizar recursos que desarrollar 
más proyectos de exploración. Para el Ministro de Minas Amylkar Acosta (2012, pág. 
60), dicha reforma ha significado un “serio retroceso y  sería apenas comparable al de 
1886; esta propuesta obviamente va a contrapelo de los principios de descentralización 
y autonomía de las entidades territoriales”.
El Ministro Acosta (Ver anexo 3) considera que dicha reforma tiene un carácter 
fiscalista y pretende centralizar los recursos de regalías, para que el Gobierno Nacional 
evitara hacer erogaciones para financiar proyectos de inversión.  
El Magistrado Jorge Pretelt (2013, pág, 213) considera que la reforma del 
sistema de regalías, redujo la participación de las entidades territoriales en la toma de 
decisiones para administrar los recursos de regalías porque, en buena medida, se 
trasladó al Gobierno Nacional “el poder para elegir las prioridades de inversión social 
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de las entidades territoriales, y por esta vía, sus prioridades de desarrollo”. Lo anterior 
concuerda con la opinión de dos exgobernadores del Departamento de La Guajira (Ver 
anexos 1 y 2) que consideran que, dicha reforma, ha limitado la Autonomía de los 
Gobernadores, porque los proyectos que antes eran de su iniciativa, ahora deben pasar 
por una entidad regional denominada Órganos Colegiados de Administración y 
Decisión. 
Luego de la aprobación del Acto Legislativo que reformaba dicho sistema, el 
Congreso aprobó una serie de normas para reglamentar y  darle ejecución al nuevo 
sistema. Una de ellas fue la Ley 1606 de 2012, que decreta el presupuesto del Sistema 
General de Regalías para el Bienio del 1° de enero de 2013 al 31 de diciembre de 2014. 
En su artículo 31, dicha Ley  manifestaba que los proyectos presentados por los 
gobiernos locales deberán contar con el voto positivo del gobierno nacional. Dicho 
artículo, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, en sentencia C-624 de 
2013. El principal argumento de la Corte, para tomar esa decisión fue que, aunque con 
dicho veto se pretendía que las regalías se usaran eficientemente, “termina sacrificando 
de forma desproporcionada los principios democrático, de descentralización y 
autonomía, así como los mandatos del artículo 361 de la Carta”.
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2. LA AUTONOMÍA TERRITORIAL EN LA GUAJIRA Y SUS EFECTOS EN 
LAS INSTITUCIONES ADMINISTRATIVAS
En el primer capítulo se definió el concepto de Autonomía territorial, con base en lo 
dispuesto en la Constitución colombiana, y la jurisprudencia de la Corte Constitucional; 
usando a su vez lo estipulado en la doctrina del derecho y  las discusiones de la 
Asamblea Nacional Constituyente. En el presente capítulo, se estudiará cómo dicho 
concepto demarca la acción de la institución de la gobernación de La Guajira en materia 
de la administración de competencias y el manejo de los recursos del Departamento.
La historia del ordenamiento territorial colombiano se ha visto marcada por la 
constante del centralismo (Estupiñán 2012, pág. 6). Es por eso que la Autonomía es uno 
de los conceptos más novedosos y complejos de la Constitución de 1991; que además 
puede llegar a tener profundas repercusiones jurídicas y políticas que en estos más de 
veinte años de nuestra nueva era constitucional, todavía no se han vislumbrado (Vergara 
H. 2012, pág. 13). 
Teniendo en cuenta lo anterior, en este capítulo se examinará el alcance del 
concepto de Autonomía sobre las instituciones administrativas del Departamento de La 
Guajira. En primer lugar, para ello, se analizaran las competencias que la Constitución y 
diversas Leyes le otorgan a los Departamentos colombianos y a su vez analizaremos la 
figura, en forma general, del Gobernador como autoridad principal del nivel intermedio. 
Seguidamente, se estudiará la disposición de recursos del Departamento de La Guajira, 
en materia de recursos propios y de transferencias, para poder ejercer las competencias 
que le corresponden, en las últimas dos décadas. Por último, se observará cómo es la 
situación reciente del Departamento en términos financieros, luego de la aprobación de 
la reforma al Sistema General de Regalías.
El hilo conductor de este capítulo tiene como objetivo identificar qué tan 
autónomo es el Departamento de La Guajira para ejercer sus competencias, si las 
mismas se enmarcan dentro del espíritu “autonómico”5  y  descentralizador de la 
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5 Entendiéndose en el marco de la definición colombiana.
Constitución del 91; y cómo ha sido la composición de los recursos para asumir sus 
competencias.
2.1. Competencias departamentales y la figura del Gobernador.
En los setentas y ochentas del siglo XX, el Departamento de La Guajira poseía unas 
tasas de NBI de 82,5% y 61,9% respectivamente (Cárdenas pág. 13), lo que lo convertía 
en uno de los más pobres y rezagados del país. En el sector rural, la problemática de 
necesidades insatisfechas es todavía más compleja: para 1975 era de 92,6% y para 1985 
de 77,8%. Con la introducción del concepto de Autonomía en organización territorial de 
la Carta Política, se esperaba que fuera una oportunidad de cambio para la situación 
social del Departamento y de la Costa Caribe (Acosta 1993). 
Como se ya se había hablado en el capítulo primero, uno de los componentes 
del concepto de Autonomía en Colombia, es ejercer las competencias que les 
correspondan, entonces a continuación se investigará cuáles son las principales 
competencias que le corresponden al Departamento de La Guajira para atender sus 
asuntos.
A. Competencias constitucionales. 
 
En primer lugar, hay que remitirse al artículo 298 de la Constitución Política, en donde 
se establece que:
Los Departamentos tienen autonomía para la administración de los asuntos sectoriales y 
la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio en 
los términos establecidos por la Constitución.
Los Departamentos ejercen funciones administrativas, de coordinación, de 
complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre la Nación y los 
Municipios y de prestación de los servicios públicos que determinen la Constitución y 
las Leyes.
Con esa definición constitucional se denota el carácter de nivel intermedio 
entre la Nación y  los Municipios, mediante los principios de coordinación, de 
complementariedad y  concurrencia. A su vez, se le otorga una labor de prestador de 
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servicios públicos. En resumen, dichas competencias están encaminadas a promover el 
desarrollo económico y social según los lineamientos de la Nación (Estupiñán 2012, 
pág. 201).
Las funciones asignadas por la Constitución a las asambleas y al Gobernador, 
también dan cuenta de las competencias de la entidad territorial departamental. Estas 
funciones están enmarcadas también dentro de lo consignado en el artículo 298 de la 
Constitución Política. Por ejemplo en el artículo 300 de la Constitución, las asambleas 
poseen potestades para establecer la normativa necesaria para garantizar la prestación de 
los servicios públicos, en lo referente a la planeación y al desarrollo económico y social. 
Los Gobernadores en el artículo 305 disponen, entre otras, de las facultades de:
Dirigir y coordinar los servicios nacionales en las condiciones de la delegación que le 
confiera el Presidente de la República. Fomentar de acuerdo com los planes y 
programas generales las empresas, industrias y actividades convenientes al desarrollo 
cultural,  social y económico del Departamento que no corresponden a la Nación y a los 
Municipios.  Ejercer las funciones administrativas que le delegue el Presidente de la 
República.
Aunque el artículo 298 utiliza la palabra Autonomía para enmarcar la acción 
competencial del Departamento, lo cierto es que dicha definición refleja la precaria 
descentralización que opera en el Estado colombiano, a tal punto, que hace pensar en un 
simple proceso de desconcentración, concepto que es contrario al de una entidad que se 
supone que es descentralizada (Estupiñán 2012, págs. 201-202).
En contraste, el artículo 302 de la Constitución, ofrece una flexibilidad mayor 
al propiciar la asignación de diversas competencias administrativas y fiscales, para los 
Departamentos, distintas a las consignadas en la Constitución, en casos que se 
requieran, teniendo en cuenta las diferencias de tipo poblacional, cultural, de recursos 
económicos y naturales. Dicho artículo prosigue de la siguiente manera: “En desarrollo 
de lo anterior, la Ley podrá delegar, a uno o varios Departamentos, atribuciones propias 
de los organismos o entidades públicas nacionales”. Este artículo es bastante interesante 
ya que podría aplicarse en un futuro para asignar competencias al Departamento de La 
Guajira, dadas sus complejidades culturales, geográficas, económicas, etc.
El artículo 288 que establece que una Ley orgánica de ordenamiento territorial 
se encargará de distribuir las competencias entre la Nación y las entidades territoriales. 
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El 356 trata sobre la distribución de los servicios entre las entidades territoriales sobre la 
base del Sistema General de Participaciones. El artículo 367 trata sobre la 
determinación de las competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y el régimen 
tarifario que tendrá en cuenta además de los costos.
B. Código departamental.
Aunque dicho código es anterior al proceso constituyente del 91, todavía algunas de sus 
disposiciones se mantienen vigentes. Este código, se estableció mediante el decreto 
1222 de 1986 -un siglo después de la aprobación de la Constitución de 1886- por lo que 
obedece a las lógicas centralistas de dicha Carta Política. Entre algunas de las 
competencias que le otorga a los Departamentos, se encuentran:
Participar en la elaboración de los planes y programas nacionales de desarrollo 
económico y social y de obras públicas y coordinar la ejecución de los mismos. Cumplir 
funciones y prestar servicios nacionales, o coordinar su cumplimiento y prestación, en 
las condiciones que prevean las delegaciones que reciban y los contratos o convenios 
que para el efecto celebren. Promover y ejecutar, en cumplimiento de los respectivos 
planes y programas nacionales departamentales actividades económicas que interesen a 
su desarrollo y al bienestar de sus habitantes. Prestar asistencia administrativa, técnica y 
financiera a los Municipios, promover su desarrollo y ejercer sobre ellos la tutela que 
las Leyes señalen. Colaborar con las autoridades competentes en la ejecución de las 
necesarias para la conservación del medio ambiente y disponer lo que requiera la 
adecuada preservación de los recursos naturales.
Pese a que es más detallado a lo expuesto por el artículo 298 de la Constitución 
Política del 91, en resumen trata de los mismos asuntos en materia de promover el 
desarrollo, prestar servicios públicos y servir de nivel intermedio entre los Municipios y 
la Nación.
C. Otras Leyes.
Ley  715 de 2001 que conforma el Sistema General de Participaciones, otorgó a los 
Departamentos competencias en materia de salud, educación, servicios públicos 
domiciliarios, agua potable y saneamiento básico, vivienda, medio ambiente, entre 
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otras. También está la Ley 1176 de 2007, que modifica la Ley 715 de 2001 y  que por 
ejemplo, elimina la partida que era denominada “general”. Otra Ley, es la Ley Orgánica 
de Ordenamiento Territorial 1454 de 2011, que no muestra ninguna novedad en materia 
competencial y  que como se vio en el primer capítulo, presenta omisiones absolutas en 
lo que tiene que ver con el establecimiento de las regiones y las entidades territoriales 
indígenas como entidades territoriales. Esta profunda dispersión en materia 
competencial da pie para que algunos autores, como es el caso de Liliana Estupiñán 
(2012, pág. 208) afirmen que se ha sobrecargado a los Departamentos en lo que tiene 
que ver con la distribución de las competencias.
D. La figura del Gobernador.
Según el artículo 303 de la Constitución Política, “el Gobernador será será jefe de la 
administración seccional y representante legal del Departamento”. Sin embargo, dicho 
artículo también manifiesta que el Gobernador “será agente del Presidente de la 
República para el mantenimiento del orden público y para la ejecución de la política 
económica general” entre otros asuntos. Según Sandra Morelli (1996, pág. 41), que el 
Gobernador sea un agente del poder ejecutivo, aun cuando se elija por voto popular, no 
es sano para un régimen que pretende ser autonómico, -como el colombiano- porque 
evidencia centralismo. 
Esta ambigüedad es tratada con algo de sarcasmo por la doctora Liliana 
Estupiñán (2012, pág. 202), al afirmar que el Gobernador deberá tener el “don de la 
ubicuidad” para defender dos intereses: “los territoriales y los nacionales, a veces 
contrapuestos”.
2.2. La administración de los recursos del Departamento.
Hasta este punto, se pudo observar que en resumen los Departamentos poseen 
competencias en materia de “planeación, desarrollo económico y  social de sus 
territorios; atribuciones en asuntos de coordinación e intermediación entre el gobierno 
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nacional y  el local; la correspondiente tutela, apoyo, asistencia técnica y de evaluación a 
los entes locales, además de competencias en materia de provisión de bienes y 
servicios.” (Estupiñán 2011, pág. 208). También se ha evidenciado que la figura del 
Gobernador no es totalmente autónoma y descentralizada. Ahora bien, para llevar a cabo 
esas competencias, las entidades territoriales deben poseer los recursos suficientes. En 
esta sección, estudiaremos la disposición de recursos propios y  de transferencias que 
tiene el Departamento de La Guajira.
Como se había mencionado en el capítulo primero, uno de los aspectos 
fundamentales del concepto de Autonomía territorial contemplado en la Constitución de 
1991, es la administración de los recursos y establecimiento los tributos necesarios para 
el cumplimiento de sus funciones, a su vez, la posibilidad de participar de las rentas de 
la Nación. La generación de recursos propios permite que la entidad territorial pueda 
percibir rentas a “través de la tributación realizada dentro de su territorio, como las 
tasas, las tarifas; sin embargo, no podrán crear nuevos impuestos destinados para tal 
fin” (Mortigo et al 2011, pág. 82). Por otra parte, la participación de dichas entidades de 
las rentas nacionales, se refiere a que el Gobierno Nacional, brindará recursos por medio 
de las transferencias, que son un porcentaje de sus ingresos corrientes, y que 
previamente son destinados al sector en el cual serán utilizadas. (Mortigo et al 2011, 
pág. 82)
A. Generación de recursos propios.
Uno de los principales problemas fiscales del Departamento de La Guajira, ha sido su 
incapacidad para generar recursos propios, que le permita gozar de una mayor 
Autonomía fiscal. La mayor debilidad del Departamento en generar recursos propios, 
reside en la fragilidad para percibir rentas a través del impuesto a los licores, al 
cigarrillo y la sobretasa a la gasolina6. Hay que entender que los recursos propios son 
vitales para una entidad territorial, puesto que son de libre destinación, lo que le da 
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6  Dicha apreciación se observa reiteradas veces en los indicadores de Viabilidad Fiscal de los 
Departamentos, realizado por el Ministerio de Hacienda entre los años 2007 y 2012.
mayor maniobrabilidad en definir proyectos de inversión de acuerdo a los planes de 
desarrollo.
Haciendo un análisis histórico de las finanzas del Departamento de La Guajira, 
se puede evidenciar notablemente la baja participación de los recursos propios en los 
ingresos totales de dicha entidad territorial. En la gráfica 1, se evidencia cómo entre los 
años 1990 y 1997, La Guajira era el Departamento, de la Costa Caribe, con menor 
ingresos tributarios con relación a su PIB.
Gráfica 1. Ingresos tributarios departamentales como porcentaje del PIB de los 
Departamentos, período 1990-1997.
Fuente: (Viloria 2001, pág. 14).
Esa complicada situación fiscal en el Departamento es comprensible si se tiene 
en cuenta que, entre otros factores, “su base tributaria se apoya en los gravámenes a tres 
productos (cerveza, cigarrillo y licores) que en buena parte entran de contrabando a La 
Guajira, sin pagar el impuesto departamental correspondiente” (Viloria 2001, pág. 16). 
Ya se verá, más adelante, cómo este fenómeno se vuelve una constante.
En la gráfica numero 2, se puede observar como entre los años 2000-2012, los 
recursos propios del Departamento oscilaron entre el 15% y el 8%, convirtiéndose en 
los recursos de menor participación dentro de los ingresos totales de La Guajira.
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los departamentos, busca acercarse a un “esfuerzo tributario” desde la producción 
de bienes y servicios de cada entidad territorial. 
 
Gráfico 9
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Entre 1990 y 1997 los ingresos tributarios como porcentaje del PIB fue decreciente 
para todos los casos estudiados, incluido el consolidado nacional.9 Este indicador, 
elaborado par  el período 1990-97, muestra a La Guajira y Cesar como los 
departamentos costeños con la relación más baja de ingresos tributarios/PIB, 
inferior a la media nacional. Los únicos departamentos de la región que mostraron 
unos indicadores iguales o superiores al consolidado nacional fueron Atlántico y 
Sucre, en donde este último presentó la relación más alta. 
 
                                                                 
9 Ana María Iregui, et al., Op. Cit., p. 23. 
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Gráfica 2. Participación de los recursos propios en los ingresos totales.
Fuente: Gráfica elaborada por el autor del presente trabajo de grado, con base en los informes de 
viabilidad y desempeño fiscal del Ministerio de Hacienda y el Departamento Nacional de Planeación del 
2000 al 2012.
Recientemente, los informes de Viabilidad Fiscal de los Departamentos 
realizado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), reconocen que uno 
de los principales Riesgos Financieros del Departamento de La Guajira, radica en su 
baja capacidad para recaudar recursos propios por culpa del contrabando (Viabilidad 
Fiscal de La Guajira MHCP, 2011, 2012). Esta situación ha llevado a que los Ingresos 
Corrientes de Libre Destinación sean reducidos e insuficientes para que la entidad 
administrativa funcione (Viabilidad Fiscal de La Guajira MHCP 2011, 2012). 
Los problemas para manejar recursos propios, se han convertido en una 
verdadera talanquera de la Autonomía territorial en el Departamento de la Guajira. Una 
verdadera Autonomía local de las entidades territoriales depende de su capacidad para 
generar ingresos propios (Becker et  al 2006, pág. 10). A su vez, en la medida en que las 
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entidades territoriales puedan disminuir su dependencia de los recursos transferidos del 
gobierno central se podrá lograr solventar una independencia y  Autonomía para ejecutar 
políticas publicas que busquen el desarrollo local (Becker et al 2006, pág. 10).
Como se puede observar hasta este punto, es poco o nada lo que ha avanzado el 
Departamento de La Guajira en materia de conseguir recursos propios para administrar 
las competencias que le dan la Constitución y  las Leyes. Por ejemplo, en el año 2012, 
La Guajira ocupó el puesto 22 entre los Departamentos con menos tributación en el país 
(DNP 2012). En materia presupuestal, los más grandes avances han sido el 
establecimiento del Sistema General de Participaciones y  los recursos de Regalías 
Directas. Como se verá más adelante, ambos le dieron un impulso a las finanzas del 
Departamento.
B. Dependencia de las Transferencias del gobierno nacional sobre los ingresos totales de 
La Guajira.
La participación de las rentas nacionales, también hace parte de la definición del 
concepto de Autonomía territorial colombiano. Según investigaciones (Lozano 1998), 
estas transferencias impactan positivamente en las entidades territoriales porque ayudan 
a aliviar su carga fiscal y le da mayor disponibilidad en manejo de recursos para 
educación, salud y  saneamiento básico. Sin embargo, si dichos recursos de 
transferencias corresponden a una buena parte de los ingresos totales de las entidades 
territoriales y se genera una dependencia de las mismas, esta situación puede afectar el 
margen de maniobra de las entidades territoriales, poniendo en riesgo fiscal a las 
mismas.7
El segundo mayor ingreso del Departamento, después de los de capital, son las 
transferencias del Sistema General de Participaciones8. Como lo establece la Ley 1176 
de 2007, dichos recursos son de destinación específica, las entidades territoriales deben 
asignar esos recursos a: salud, educación y saneamiento básico. Lo anterior quiere decir 
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7 Ver informe que realiza la calificadora de riesgos, BRC Investor Services S.A., sobre la dependencia de 
las entidades territoriales, de los recursos de Transferencias de la Nación.
8  Esto se deduce luego de analizar los indicadores de Viabilidad Fiscal y Desempeño Fiscal de los 
Departamentos del Ministerio de Hacienda y el Departamento Nacional de Planeación de 2007 a 2012.
que dichos recursos no son manejados autónomamente por el Departamento, sino que 
obedecen a directrices determinadas por la Ley anteriormente mencionada.
En la gráfica número 3 se observa cómo en los últimos años, las transferencias 
de la Nación se encuentran muy por encima de la generación de recursos propios en el 
presupuesto del Departamento La Guajira. El informe de Viabilidad Fiscal de los 
Departamentos reconoce que La Guajira ha dependido de los recursos de regalías y 
transferencias en varias vigencias presupuestales9. Sin embargo, en la gráfica 3 se 
aprecia también que la participación en las transferencias en los ingresos totales del 
Departamento ha venido reduciéndose paulatinamente desde el 2002. A su vez es 
preocupante observar en dicha gráfica que los recursos propios del Departamento de La 
Guajira no han crecido significativamente, situación que es perjudicial para las finanzas 
del Departamento.
Gráfica 3. Peso de las transferencias de la Nación sobre ingresos totales de La 
Guajira.
Fuente: Gráfica elaborada por el autor del presente trabajo de grado con base en los informes de 
viabilidad y desempeño fiscal del Ministerio de Hacienda y el Departamento Nacional de Planeación 
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9  Esto se puede evidenciar específicamente en los informes de Viabilidad Fiscal del Ministerio de 
Hacienda de 2011 y 2012.
Según Juan Ariza (2004, pág. 178) no existe Autonomía local mientras las 
entidades territoriales dependan sostenidamente de las transferencias del gobierno 
central. Dichas entidades requieren no sólo una descentralización de competencias sino 
también de recursos y para eso es necesario que se fortalezcan los fiscos subnacionales 
y se estimulen procesos de desarrollo regionales que se traduzcan en una ampliación y 
diversificación de las bases tributaria de los territorios (Ariza 2004, pág. 178). En ese 
mismo sentido (García 2004, pág. 47), afirma que para que las entidades territoriales 
puedan dejar su dependencia a las transferencias se deben desarrollar estrategias para 
que dicha entidad se fortalezca en la recaudación de recursos propios.
No se puede negar que las Transferencias han sido fundamentales para que el 
Departamento pueda disponer de recursos para la educación, la salud y el saneamiento 
básico, entre otros. Sin embargo, en aras de profundizar la Autonomía, se deben 
propiciar cambios también en el tema tributario de las entidades territoriales, que en 
Colombia llama a gritos a una reforma estructural, que propicie la superación de la 
dependencia de las transferencias (Estupiñán 2012, pág. 240).
2.3. La reforma al Sistema de Regalías y sus efectos en las finanzas 
departamentales.
Según la Corte Constitucional en su sentencia C-624 de 2013, con las regalías los 
constituyentes pretendieron dar más herramientas para lograr la descentralización y la 
Autonomía, y así combatir la pobreza y las inequidades en las entidades territoriales. Es 
por eso que para comprender el alcance del concepto de Autonomía, es imperativo 
también estudiar la disposición de los recursos de regalías. 
Al hablar del manejo de los recursos del Departamento de La Guajira, es 
necesario hacer énfasis en los que hacen parte de las regalías producto de la explotación 
del carbón, gas y sal. Esto es necesario, porque en la historia fiscal del Departamento, 
ha sido el recurso que más peso tiene en los ingresos totales. En la gráfica número 4, se 
puede observar como el Departamento de La Guajira ha sido el tercero beneficiado en 
regalías a nivel nacional.
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Gráfica número 4. Consolidado de las regalías entre 1995 y 2010.
24
das para su administración al Instituto de Fomento Industrial (IFI). En la actualidad, la explotación 
combina la forma mecanizada con la semi-mecanizada o artesanal en la que participa principalmente 
el indígena Guajiro. (Vergara González, 1983)
Las regalías recibidas por La Guajira
Las regalías son contraprestaciones económicas que recibe el Estado por la explotación de un recurso 
natural no renovable. Las entidades territoriales tienen derecho a participar según la Constitución y 
la Ley. Según el DNP el total de regalías recibidas en el periodo 1995-2010: $48,8 billones. (Directas: 
38,4 billones -participan de estas regalías los municipios y departamentos productores y los munici-
pios que constituyen puertos para la comercialización de dichos recursos-. Indirectas: 10.4 billones 
–son aquellas administradas por el gobierno central mediante el Fondo Nacional de Regalías).
Tan sólo 8 departamentos han recibido el 80% de las regalías directas. Los departamentos de Casa-
nare, Meta y La Guajira han participado del 46% de los recursos de regalías directas. Específicamente 
el departamento de La Guajira recibe regalías que representan el 10% de los recursos generados por 
regalías en todo el país, durante el periodo 1995-2010. Son percibidos por la explotación de carbón, 
hidrocarburos, sal, metales preciosos e impuestos de transporte (Ilustración 10).
Ilustración 10: Regalías directas consolidado departamental 1995-2010
 
Fuente DNP: Dirección de regalías. www.dnp.gov.co (8 de marzo de 2011).
Así mismo, el promedio de regalías per cápita en el periodo 1995-2010 para el departamento de La 
Guajira fue uno de los mayores a nivel nacional, alcanzando los 359 mil pesos.
Fuente: PNUD citando a la dirección de regalías del DNP.
Durante la década de los noventa, los recursos de regalía fueron de vital 
importancia para el Departamento de La Guajira. Según Viloira (2001, pág. 26) “Los 
recursos por regalías de carbón convirtieron a La Guajira en uno de los Departamentos 
de mayor gasto de inversión per cápita a principios de la década del noventa. Así por 
ejemplo, en 1993 su inversión per cápita fue cercana a los 21.000 pesos constantes, 
mientras el consolidado nacional no llegó a los 4.600”.
Con dichos recursos de regalías, el Departamento había logrado consolidar 
algunos proyectos sociales de gran importancia para la Guajira como lo es la gratuidad 
en la educación10. También se realizaron inversiones en infraestructura como lo 
demuestra el Acta de Acuerdo para la Ejecución del Proyecto de Adecuación de Tierras 
Ranchería, en donde para la construcción de la presa el Cercado el Departamento aporta 
70.000 millones de pesos provenientes de excedentes de la venta de Carbocol y recursos 
de regalías (Ver anexo 7). Otras inversiones importantes producto de de las rentas de las 
regalías fueron la construcción de la nueva sede de la Universidad de La Guajira y la 
cofinanciación de vías con el Gobierno Nacional de iniciativas del Departamento 
(Ballesteros, ver anexo 2). Otras de las inversiones de los recursos de regalías se 
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10  Ver cómo la reforma a las regalías afectaría la gratuidad de la educación. http://
www.mineducacion.gov.co/observatorio/1722/article-282955.html
destinaron a la financiación de la Universidad de La Guajira que subsiste en gran 
medida por las transferencias que le hace el Departamento con recursos de regalías, 
dicha entidad depende de un 35% de esos recursos11.
Aunque el Departamento de La Guajira ha recibido millonarias sumas de 
recursos de regalías, estos no han sido suficientes para superar los problemas de pobreza 
en el Departamento. En un estudio elaborado por Adolfo Meisel (2007, pág. 56) se 
demuestra mediante cálculos matemáticos que “la magnitud del rezago de La Guajira, 
antes de la era de la minería, era tan grande que aun si las regalías se hubieran invertido 
en forma eficiente y  con cero corrupción, éstas no eran suficientemente grandes como 
para cerrar la brecha”. Dicha afirmación podrá verificarse en el capítulo tercero.
A. Afectación de las finanzas departamentales.
Para el Ministro Acosta (2012 págs. 268-269), los grandes perdedores de la reforma 
fueron los Departamentos productores de recursos naturales, porque anteriormente 
recibían un 78% del total de las regalías y  ahora, sólo reciben algo más del 9,5%, por lo 
que el impacto en las finanzas territoriales es muy fuerte. La anterior situación ha 
llevado a que los varios Departamentos, como es el caso del de La Guajira, a situarse en 
condiciones de inviabilidad fiscal. 
Según el ICER del Banco de La República y  el DANE, “las transferencias 
directas a todos los entes territoriales del Departamento han bajado por la nueva Ley 
1530 de 2012 del gobierno central, que disminuyó el 31,3% del total de las regalías 
directas que se le giraban a todas las entidades territoriales; el restante es girado ahora al 
Fondo Nacional de Regalías”. A su vez, se puede apreciar en el Informe de Viabilidad 
Fiscal del Ministerio de Hacienda del 2013, que los recursos de regalías han disminuido 
en un 20%. Esta disminución de los recursos se puede evidenciar claramente en la 
gráfica número 5, allí se ve la variación entre los años 2011 y 2013.
En entrevista al Ministro Acosta (Ver anexo 3), este resalta que la reforma al 
Sistema de Regalías, ha puesto en serios aprietos al Departamento de La Guajira. 
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11 Ver informes del Ministerio de Hacienda de 2012.
Asegura que la situación financiera del Departamento se agravó con dicha reforma 
porque el presupuesto girado al Departamento, por concepto de regalías, se redujo 
sustancialmente y  porque dicho Departamento debió realizar unas devoluciones de 
recursos de regalías por el orden de $42.000.000.000.
Gráfica 5. Disminución de las regalías entre 2011 y 2013.
Fuente: Gráfica elaborada por el autor del presente trabajo de grado con base en informes del 
Departamento Nacional de Planeación.
Según el Ministro Acosta (Ver anexo 3) el actual sistema de regalías ha 
reducido la inversión del Departamento para proyectos de agua y  alcantarillado, de 
transporte y alimentación escolar, y  los recursos de la Universidad de La Guajira. Esto 
último se puede evidenciar en el Informe de Viabilidad Fiscal del Ministerio de 
Hacienda para el año 2012, en donde se determina que uno de los riesgos fiscales que 
tiene el Departamento es la grave situación de la Universidad de La Guajira, puesto que 
el nuevo Sistema de Regalías únicamente permite financiar proyectos de inversión de 









Departamento ha debido hacer esfuerzos fiscales para evitar la parálisis de dicha 
entidad.
B. Más control sobre los recursos, mas no centralización.
La corrupción, es otro factor que afecta negativamente las finanzas y la fortaleza 
institucional del Departamento de La Guajira. Son muchos los documentos periodísticos 
que tratan sobre malversaciones de los recursos de regalías. Varios académicos y líderes 
políticos del Departamento coinciden en que muchas veces, los recursos de regalías no 
fueron ejecutados en obras pertinentes y que en muchos casos se comprobaron casos de 
corrupción en el manejo de dichos recursos (Gómez y Acosta, ver anexos 1 y 3). 
Pero como se observó en el inciso A, el cambio del sistema ha traído más 
problemas que soluciones. “Que se lleven a los corruptos, mas no las regalías” es una de 
las frases que el Ministro de Minas y Energía acota para resumir el inconformismo que 
ha dejado en la población guajira, la centralización de los recursos de regalías (Ver 
anexo 3). La reforma al sistema impide no sólo que se compense a las entidades 
territoriales por las externalidades negativas producto de las actividades extractivas de 
recursos mineros y  energéticos, sino que dejó desfinanciados a dichos Departamentos en 
algunos de sus proyectos (Acosta, ver anexo 3).
Para Gamarra (2004, págs. 21-22) las regalías han dotado de más recursos a las 
entidades territoriales y por esa vía, posibilitado más corrupción. Sin embargo, Gamarra 
(2004, págs. 21-22) también sugiere que dicho aumento de los recursos, al no estar 
acompañado de “unas herramientas de control poco eficaces, significaron una mayor 
captura del Estado por parte de elites locales”. En ese mismo sentido, el Ministro Acosta 
(Ver anexo 3) asegura que los recursos de regalías requieren mecanismos más eficaces 
de control y ejecución de dichos recursos. El Ministro (Ver anexo 3) afirma que desde la 
cartera de Minas y  Energía, se está trabajando en una plataforma informática que le 
permitirá, en tiempo real, a la ciudadanía y las entidades de control verificar cómo se 
están invirtiendo y ejecutando los recursos de regalías, para que puedan ejercer mayor 
control.
48
3. LOS EFECTOS DE LA AUTONOMÍA TERRITORIAL EN EL 
DESARROLLO SOCIAL Y
ECONÓMICO DEL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA
En el capítulo anterior se indagó cómo el concepto de Autonomía territorial colombiano 
afecta al Departamento de La Guajira, en materia del ejercicio de las competencias y la 
administración de los recursos. En el marco teórico de esta monografía se estudió que 
las instituciones políticas, influyen sobre las instituciones económicas, por ende, en este 
capítulo, se se estudiará cómo ese marco institucional que delimita la administración del 
Departamento de La Guajira, es decir, el concepto de Autonomía territorial, ha influido 
en la consolidación de sus instituciones económicas existentes.
En el segundo capítulo se determinó que, pese a que progresivamente se le ha 
ido dando competencias al Departamento de La Guajira, este no posee los recursos 
suficientes para llevarlas a cabo en su totalidad. Esto coincide con lo expuesto por la 
profesora Emilia Girón (2007 págs. 212-213) quien explica que la descentralización 
territorial con la consiguiente asignación de competencias materiales por los Municipios 
y Departamentos no ha venido acompañada de una paralela y progresiva 
descentralización financiera que hiciera posible la plasmación de dichas competencias. 
De igual forma, el exgobernador de Nariño, Álvaro Zarama afirma que la 
descentralización fiscal no ha ido de la mano con la precaria descentralización política y 
administrativa (ver anexo 4).
En ese mismo sentido, el exgobernador de La Guajira, Jorge Ballesteros (Ver 
anexo 2) afirma que: 
“Ha habido la asunción de unas competencias que le generan al Gobernador mucha 
mayor responsabilidad. El problema que siempre ha existido, a mi juicio, es que de una 
parte la demanda de servicios,  de empleo, de oportunidades, de inversión social, ha 
crecido por la propia dinámica poblacional, pero realmente los recursos son cada vez 
más insuficientes”. 
Es evidente entonces, que la escasez de recursos crea una debilidad 
institucional que impide al Departamento ejercer plenamente sus competencias.
Recordemos que la Constitución del 91 y Leyes subsiguientes, pretendieron 
dotar de competencias al Departamento para que este fuera una entidad de planeación y 
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articulación entre los Municipios y  la Nación, promoviera el desarrollo económico de su 
territorio y fuese prestador de algunos servicios públicos. En relación con lo anterior, se 
estudiará cómo esas competencias y recursos influyen en el desarrollo económico del 
Departamento.
Para analizar esa relación entre instituciones políticas y  económicas, primero se 
estudiará la evolución de los indicadores sociales del Departamento. En segundo lugar, 
se expondrá cómo la debilidad administrativa genera instituciones económicas débiles e 
ilegales. Por último, se estudiará la relación entre el concepto de Autonomía territorial y 
el desarrollo económico y social.
3.1. Evolución de los principales indicadores sociales del Departamento.
En el capítulo II se concluyó que la figura administrativa del Departamento carece de 
recursos suficientes para ejecutar eficazmente sus competencias; además, que por todas 
las particularidades que revisten a La Guajira, dicho Departamento necesita de un marco 
jurídico distinto para administrar sus asuntos. 
Para estudiar la relación entre la debilidad institucional y el desarrollo 
económico, es necesario observar la evolución de los principales indicadores sociales de 
La Guajira. Sólo se hará énfasis en el índice de Necesidades Básicas Insatisfechas NBI, 
indicadores de pobreza monetaria y el coeficiente de Gini, que estudia la desigualdad.
A. Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI).
Según la CEPAL, los datos de NBI analizan el “acceso a una vivienda que asegure un 
estándar mínimo de habitabilidad para el hogar; acceso a servicios básicos que aseguren 
un nivel sanitario adecuado; acceso a educación básica; capacidad económica para 
alcanzar niveles mínimos de consumo” (Feres y Mancero, 2001 pág. 10). Es por eso, 
que las NBI son una fuente importante para determinar el estado socioeconómico de una 
región. Este indicador, es una herramienta bastante útil para que los entes 
gubernamentales puedan formular políticas públicas para satisfacer dichas necesidades.
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A principios de los 90, el Departamento de La Guajira se encontraba en una 
situación precaria desde el punto de vista socioeconómico. Para 1993, gran parte de éste 
Departamento tenía una tasa de NBI por encima del 50%. En la gráfica número 6 se 
compara La Guajira con el resto del país. Con un rojo bastante oscuro, resalta la 
situación de NBI del Departamento de La Guajira.
 
Gráfica 6. NBI de Colombia entre 1985 y 1993.
Fuente: (Mesclier et al 1999, pág. 127).
En el norte, específicamente en los Municipios de Manaure y Uribia, las tasas 
de necesidades básicas insatisfechas, llegaban hasta el 100%. Mientras que hacia la 
media y la baja Guajira, dichas tasas bajan entre un rango de 78% a 50%. En dicha tabla 
se puede apreciar una mejoría entre 1985 y el 1993, principalmente en los Municipios 
de Manaure, Maicao y en la región del sur en los Municipios de Barrancas, Hatonuevo, 
Fonseca, Distracción, San Juan del Cesar, Villanueva, La Jagua del Pilar y Urumita.  
Gran parte de ese rezago en materia de NBI reside en la organización territorial 
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entidades territoriales contaran con los instrumentos y recursos suficientes para que 
pudieran atender sus asuntos (Castro, 2002 pág. 26). Para 1991, La Guajira cumplía 26 
años como Departamento, antes de 1965, era una Intendencia del basto Departamento 
del Magdalena. Antes de la Constitución del 91, el Departamento sólo contaba con los 
recursos de las rentas del impuesto a los licores y el cigarrillo, rentas que eran escasas 
debido al contrabando de esos productos en La Guajira (Gómez, ver anexo 1). Con 
pocos recursos, era mínimo lo que se podía hacer en el Departamento en asuntos 
sociales, y se requería del gobierno nacional para emprender obras importantes (Gómez, 
ver anexo 1).
La entrada en vigencia de la Constitución de 1991 y  el cambio del modelo 
centralista a uno descentralizado con Autonomía de las entidades territoriales, permitió a 
las autoridades locales y departamentales, avanzar en asuntos sociales (Arismendi, ver 
anexo 5). Las finanzas de las entidades territoriales recibieron un impulso con la nueva 
Constitución al organizarse el Fondo Nacional de Regalías y  fortalecerse el sistema de 
transferencias con el presupuesto nacional (Lozano, 1998 página 6).
Esos nuevos recursos con los que contaba el Departamento de La Guajira, 
ayudaron a que realizaran obras importantes en materia de infraestructura, educación y 
gasto social (Ballesteros, ver anexo 2). Si se compara las tasas de NBI del Departamento 
entre los años 1993 y  2005, se evidencia un notable avance en este indicador en casi 
todos los Municipios de La Guajira. 
En la tabla 1, se aprecia que la mayoría de los Municipios guajiros bajaron su 
tasa de NBI frente a la de 1993. Los Municipios con mayor descenso en los indicadores 
de necesidades básicas insatisfechas fueron: La Jagua del Pilar con 25,15 y Manaure 
con 20,25 puntos. Cinco Municipios aumentaron su NBI con respecto a 1993, son: 
Barrancas, Distracción, Hatonuevo, Maicao y Urumita. El aumento de NBI en algunos 
Municipios obedece a asuntos demográficos, como variación de población por 
dinámicas fronterizas y  migración de desplazados. Lo anterior ha impedido que los 
esfuerzos y  recursos de las las administraciones locales y departamental, sean 
suficientes para atender las necesidades de esas entidades (Arismendi y Ballesteros ver 
anexos 2 y 5).
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Tabla 1. Comparación de NBI entre 1993 y 2005.
Tabla elaborada por el autor del presente trabajo de grado, con base en los datos de NBI del DANE de 
1993 y 2005.
Aunque las tasa de NBI se han reducido en la mayoría de los Municipios estás 
siguen siendo bastante altas y más si se estudia a profundidad dicho índice. La Guajira 
presenta un indicador total de 65,23% que lo ubica entre los Departamentos con mayor 
tasa de NBI12. Según este indicador del DANE, en las cabeceras municipales, el 
indicador es del 40,47%, mientras que en las zonas rurales es del 91,92%. Lo anterior 
demuestra que pese a que ha habido avances en materia de reducción de NBI, es 
necesario que el Departamento trabaje mucho más para acortar las brechas entre el 
sector rural y urbano del Departamento para disminuir más este indicador.
B. Pobreza y pobreza extrema.
Ha sido una constante en la historia del Departamento, que este posea una situación de 
pobreza y pobreza extrema, por encima a la del promedio nacional. Lo anterior se puede 
evidenciar en las gráficas 7 y 8.
Por ejemplo, mientras que la pobreza fue disminuyendo progresivamente desde 
el 2002 en el total nacional, La Guajira ha experimentado una variación con descensos y 
ascensos en los niveles de pobreza. En la gráfica número 7, se aprecia la reducción en 
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12 Ver indicadores de NBI del DANE, actualizados a 2012.






El Molino 60,19 56,49
Fonseca 49,61 43,37
Hatonuevo 48,4 58,69
La Jagua del Pilar 91,9 66,75
Maicao 57,95 68,36
Manaure 100 79,75




los indicadores del 2002 al 2004, pasando de un 62,2 a un 58,3. Luego se puede 
observar un aumento significativo del 2005, con un indicador de 57,8, al 2008, con un 
índice de 69,9. Desde el 2008, el Departamento sufrió un descenso en el nivel de 
pobreza, pasando de un indicador del 66,7 al 57,4 en el 2011. Del 2011 al 2012, hubo un 
aumento de 1 punto. 
Gráfica 7. Incidencia de la pobreza 2002-2012.
Fuente: (DANE 2013)
En materia de pobreza extrema, el Departamento de La Guajira, también se 
encuentra por encima del total nacional. De igual forma, este indicador presenta 
fluctuaciones de alzas y bajas a lo largo del tiempo registrado. Estas variaciones pueden 
registrarse en el gráfico 8, en donde se observa que el Departamento, para el 2002 
poseía un indicador de pobreza extrema de 31,1. Este indicador baja progresivamente 
hasta el año 2004 poniéndose en un 18,3. A partir del año 2004, la incidencia de la 
pobreza extrema inicia a incrementar, llegando hasta el 2008 a un porcentaje de 43,9. 
Luego este indicador baja, para el año 2009 a un 35,5, sube 2,1 puntos para el 2010 y 
empieza a descender hasta llegar a 27,7 para el 2012. Es destacable que entre los años 
2010 y 2011, la pobreza descendió algo más de 7 puntos porcentuales.
La persistencia de la pobreza en el Departamento obedece a factores históricos, 
culturales e institucionales (Arismendi, ver anexo 5). Pese a que La Guajira, para el año 
2012, presentaba menos incidencia de pobreza y pobreza extrema que para el año 2002, 
se puede evidenciar en las gráficas de pobreza y pobreza extrema que no se realizaron 




Gráfico A.1. Incidencia de la Pobreza  
2002-2012 
 
Fuente: ANE, cálculos con base GEIH. Para 2006 y 2007 no se publican cifras de pobreza debido a problemas en los datos relacionados con el 
cambio entre la ECH y la GEIH. 
 
 
Gráfico A.2. Incidencia de la Pobreza  Extrema  
2002-2012. 
 
Fuente: DANE, cálculos con base GEIH. Para 2006 y 2007 no se publican cifras de pobreza debido a problemas en los datos relacionados con el 








el corto plazo. Sin embargo, es de resaltar que dicho indicador bajó casi 10 puntos 
porcentuales entre el 2010 y el 2012.
Gráfica 8. Incidencia de la pobreza extrema 2002-2012.
Fuente: (DANE 2013)
C. Desigualdad.
La evolución del coeficiente de Gini en el Departamento de La Guajira, expuesta en la 
gráfica 9, muestra cómo, entre los años 2002 y  2005, dicho Departamento posee un 
índice por debajo del total nacional. Mientras que en el 2002, en el nivel nacional se 
presentaba un Gini de 0,572, La Guajira poseía un Gini de 0,484. Esta situación cambia 
a partir del año 2008, en donde el Departamento empieza a registrar un coeficiente de 
Gini superior al del nivel nacional. En el 2008, La Guajira tiene un coeficiente de 0,592, 
superior al de la Nación que es de 0,567. En el año 2010, la gráfica muestra un 
coeficiente de 0,613 para el Departamento, mientras que el total nacional es de 0,560; 
ambos coeficientes en el 2010, llegan a su pico máximo, para después bajar 
progresivamente hasta el 2012.
La Guajira incrementó su desigualdad en los últimos años. Para el economista 
guajiro César Arismendi (Ver anexo 5), ese disparo en la desigualdad se debe a que cada 
vez más en los censos y la encuesta de hogares, se visibiliza más la desigualdad inter-
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Gráfica 9. Coeficiente de Gini 2002-2012.
Fuente: (DANE 2013).
3.2. La debilidad institucional y su relación con la consolidación de las instituciones 
económicas guajiras.
Hasta este punto se ha determinado que la escasa Autonomía territorial en materia del 
ejercicio de las competencias y la disposición de recursos propios, ha impedido que el 
Departamento de La Guajira construya una institución política capaz de enfrentar y 
solucionar sus principales problemáticas en materia social. El análisis histórico de los 
indicadores sociales, permite comprender los factores que influyen en la evolución de 
las instituciones económicas del Departamento. Son varios los estudios que ligan las 
precarias condiciones sociales e instituciones políticas frágiles a economías débiles e 
ilegales. A continuación se evidenciará cómo la lamentable situación social del 
Departamento se ha convertido en un círculo vicioso que genera debilidad en las 
instituciones políticas y económicas.
A. Instituciones económicas débiles.
La debilidad de la entidad territorial del Departamento de La Guajira, no se evidencia 
solamente analizando los indicadores sociales. Históricamente, dicho Departamento ha 
sido incapaz de consolidar una economía fuerte, que le genere desarrollo económico. El 
escalafón de competitividad de los Departamentos colombianos, diseñado por la 
CEPAL, permite analizar la evolución de las instituciones económicas de La Guajira. 
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Gráfico A.3. Coeficiente de Gini 
2002-2012 
 
Fuente: DANE, cálculos con base GEIH. Para 2006 y 2007 no se publican cifras de pobreza debido a problemas en los datos relacionados con el 
cambio entre la ECH y la GEIH. 
 
 
Son varios los ítems, que en dicho escalafón, miden el grado de competitividad de la 
mayoría de los Departamentos del país, empero para este capítulo se estudiará el 
indicador de fortaleza económica, porque agrupa factores económicos, sociales y 
empresariales.
En el gráfico 10, se aprecia cómo entre el 2000 y el 2012, La Guajira se 
mantuvo entre los Departamentos con menor nivel de fortaleza económica. El 
Departamento obtuvo un puntaje que osciló entre los 24 y 26 puntos sobre 100, esta 
calificación demuestra que La Guajira se ha mantenido estancada en los últimos años en 
materia de fortaleza económica. 
Gráfico 10. Indicador de Fortaleza económica de la CEPAL.
Fuente: Gráfica elaborada por el autor del presente trabajo de grado con base en el indicador de Fortaleza 
de la economía de la CEPAL de 2007, 2009 y 2013. 
Varios factores determinan la fortaleza de la economía: la “estructura 
económica y  social, comercio internacional y servicios financieros. Además, realizando 
comparaciones de producción-riqueza y productividad-eficiencia” (CEPAL 2013, pág. 
3) Según la metodología de la CEPAL, el factor que determina la estructura social en la 
fortaleza económica analiza “ámbitos como la distribución del ingreso y las brechas 
urbano-rurales, así como algunas dimensiones claras de la pobreza, como la carencia de 
ingresos y de alimentos, la carga demográfica y la brecha entre lo urbano y lo 
rural” (Ramirez 2009, pág. 26). El análisis de NBI, pobreza y  Gini, anteriormente 
realizados, demuestran que el Departamento no ha logrado consolidar una estructura 
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Indicador de Fortaleza de la economía en La Guajira Bogotá/Cundinamarca Chocó
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B. Debilidad institucional y economía ilegal.
La economía ilegal, también hace parte de las instituciones económicas guajiras. Dos de 
las principales manifestaciones de economía ilegal en La Guajira, son los fenómenos del 
contrabando de mercancías y de la “bonanza marimbera” que describe las exportaciones 
de marihuana hacia los Estados Unidos desde diversas partes del país. A partir de la 
década de los setentas, estas actividades se desarrollaron conjuntamente en el 
Departamento. Hoy  en día, dichos fenómenos se siguen presentando mediante el 
contrabando de alimentos, ropa, electrodomésticos, gasolina, armas, autos robados y 
actividades ilegales derivadas del tráfico de cocaína (González 2008, pág. 16).
Esos fenómenos han podido incrustarse profundamente en las instituciones 
económicas del Departamento porque existían claras deficiencias institucionales en el 
sistema político colombiano (González 2008, pág. 60). Dichas condiciones 
institucionales fueron adecuadas para que las actividades comerciales ilegales 
encontrara una base para consolidarse (Santander 2009, pág. 25).
Las problemáticas sociales de pobreza y  desigualdad, junto a instituciones 
políticas precarias, generan condiciones favorables para que se desarrollen instituciones 
económicas débiles y permeadas por la ilegalidad (Santander 2009, pág. 27). En 
entornos donde existe pobreza y  desigualdad con estructuras institucionales que limitan 
la movilidad social se producen varios factores de riesgo que inducen a los individuos a 
actuar por fuera de la Ley, dichos factores son claves para comprender la consolidación 
de economías ilegales en una región (Santander 2009, pág. 30).
Las regiones que presentan altos niveles de pobreza y desigualdad son más 
propensas a desarrollar actividades ilegales en grandes dimensiones, puesto que en esas 
zonas un amplio número de sus habitantes no pueden acceder a los beneficios del 
mercado (Santander 2009, pág. 30). La falta de capacidades de algunos sectores de la 
población guajira para superar sus condiciones económicas iniciales, dificulta  la 
posibilidad de que algunos asuman los costos necesarios para poder participar de la 
estructura legal de la economía (Santander 2009, pág. 30). La persistencia de la pobreza, 
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junto a condiciones geográficas difíciles, estructuraron un ambiente propicio para el 
surgimiento y consolidación de una economía ilegal (Santander 2009, pág. 30).
3.3. La Autonomía y el desarrollo económico y social.
Se ha analizado hasta este punto, cómo las instituciones políticas débiles generan 
condiciones favorables para que en una entidad territorial se presenten instituciones 
económicas débiles e ilegales, como lo es en el caso del Departamento de La Guajira. 
Lo anterior además, se puede corroborar con base en estudios recientes, que relacionan 
la existencia de Estados débiles o con presencia precaria, con el florecimiento o 
incremento de las tendencias de la pobreza, la desigualdad, el conflicto y  la corrupción, 
entre otros problemas (Cotte y Pardo 2011, pág. 30).
En los países en vía de desarrollo, generalmente la gestión pública es 
deficiente, por ende no se consolidan políticas adecuadas, ni existen instituciones 
fuertes que permitan generar desarrollo y crecimiento económico (Cotte y Pardo 2011, 
pág. 30).
Cotte y Pardo (2011, pág. 30) citando a (Collier y Dollar, 2002) exponen que 
“la reducción de la pobreza requiere una presencia efectiva del Estado para generar una 
gestión adecuada con la aplicación de estrategias, programas e instrumentos que logren 
incrementar el bienestar de la población.”
En el desarrollo de este subcapítulo, se demostrará que una mayor eficiencia 
administrativa, derivada de una mayor Autonomía territorial, tiene un impacto positivo 
en la reducción de la pobreza, la desigualdad y la generación de desarrollo económico 
en las entidades territoriales colombianas, y por ende en el Departamento de La Guajira. 
A. DEA sobre la pobreza y desigualdad en los Departamentos colombianos.
Mediante un Análisis Envolvente de Datos (DEA) Cotte y Pardo analizan las tendencias 
de pobreza y desigualdad de los Departamentos colombianos y su relación a la 
eficiencia administrativa en el periodo de 1993 a 2007. El DEA, es un modelo 
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econométrico que permite correlacionar varías variables, en el caso del estudio citado, 
son: el PIB percápita, el coeficiente de Gini y el índice de NBI.
Para dar una mayor fiabilidad a la investigación, los autores realizaron un 
análisis de regresión que tiene en cuenta los factores de la densidad poblacional, la tasa 
de desempleo, la cobertura en salud, la tasa de homicidios por cada cien mil habitantes, 
ejecución presupuestal, la cobertura en educación primaria y secundaria, población con 
casa propia y población con casa arrendada.
Entre los principales hallazgos se determinó que “que los Departamentos con 
las mayores calificaciones en el DEA son más eficientes en lograr mayor desarrollo, 
menor pobreza y desigualdad en la distribución del ingreso; mientras que los 
Departamentos con calificaciones bajas son menos eficientes en términos de mayor 
desarrollo y menor pobreza y desigualdad” (Cotte y Pardo 2011 pág. 40).
A su vez, mediante el análisis de regresión, se determinó que los 
Departamentos con mayor densidad de población, tasa de desempleo, tasa de 
homicidios y mayor concentración de la propiedad, tienen un menor grado de eficiencia; 
mientras que los Departamentos con mayor cobertura en salud, educación e inversión 
pública, tienen mejores resultados en su eficiencia (Cotte y Pardo 2011, pág. 46). Dicho 
estudio permite determinar que la disminución de la pobreza y desigualdad podría 
lograrse por medio de estrategias acertadas que garanticen el desarrollo y el crecimiento 
económico, junto a políticas centradas en mejorar el bienestar social (Cotte y Pardo, 
2011 pág. 29).
B. Análisis de los resultados para La Guajira.
La Guajira presentó un promedio anual de 88,2 (ver anexo 6) con una clasificación de 
puesto 13 sobre 23, lo que lo ubica por debajo de la media de los Departamentos del 
país que es de 89,4. La calificación del Departamento es regular si se compara con el de 
mayor calificación que fue Valle con 112 y  el de peor calificación que la obtuvo el 
Departamento de Sucre con una calificación de 59,7. Según los resultados de la 
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investigación, La Guajira tendría una eficiencia media para generar desarrollo y 
disminuir la pobreza y la desigualdad. Para información más detallada, ver anexo 6.
C. La Autonomía territorial como fórmula para lograr mayor eficiencia administrativa y 
desarrollo.
Hasta este punto se han podido comprobar los efectos del concepto de Autonomía 
territorial sobre el Departamento de La Guajira, respondiendo así a la cuestión central 
de esta monografía. Constitucional y legalmente se le han otorgado competencias, entre 
otras, de promover el desarrollo económico y prestación de servicios públicos, sin 
embargo no ha contado con los recursos suficientes para llevar a cabo dichas 
competencia. Como se ha evidenciado hasta este punto, el progreso en materia de 
desarrollo económico y  social en el Departamento, han sido lentos a través de los años, 
sin embargo no se pueden desconocer ciertos avances que la precaria Autonomía de la 
Constitución de 1991 ha dejado sobre este territorio. Si se compara la evolución, por 
ejemplo de las necesidades básicas insatisfechas desde 1975, 1985, 1993 y 2005, se 
podrá observar una leve variación positiva en dicho indicador para la mayoría de los 
Municipios. Preocupa estudiar la disposición de recursos del Departamento. A su 
incapacidad de generar recursos propios hay que sumarle el recorte de las regalías 
directas giradas a dicho territorio, esto podría complicar las condiciones sociales y 
económicas, aún más, para el Departamento.
Si una mayor Autonomía desarrollada en la Constitución del 91, logró mejorar 
levemente las condiciones del Departamento de La Guajira, entonces una 
profundización de ese concepto en la organización territorial colombiana sería clave 
para generar desarrollo económico territorial. Para que las entidades territoriales 
colombianas sean motoras de desarrollo, se requiere consolidar un “ordenamiento 
territorial que tenga como fundamento una autonomía que facilite la gestión del 
desarrollo de abajo-arriba donde cada territorio se configure a partir de sus 
especificidades culturales y del aprovechamiento de sus ventajas territoriales.” (Caicedo 
2008, pág. 107)
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Las actuales disposiciones en materia de ordenamiento territorial en Colombia 
están lejos de responder a las lógicas de funcionamiento y desdoblamiento de las 
actividades económicas (Caicedo 2008, pág. 108). Definir una nueva organización 
territorial enfocada en una visión más integral, que retire las restricciones e intereses 
particulares, tanto centrales como regionales, permitiría articular efectivamente las 
dinámicas regionales, facilitando un desarrollo económico y social sostenido, a su vez, 
“mantener la unidad de las políticas y estrategias, y otorgar a los territorios una clara 
autonomía y protagonismo como sujetos de su potencial desarrollo, lo que a la postre se 
traduciría en un reforzamiento de la base económica y  social estatal”. (Caicedo 2008, 
pág. 108) 
Si a la entidad territorial se le dota de competencias acordes al desarrollo 
económico y  social y  recursos suficientes que le garanticen una verdadera Autonomía, 
dichas entidades podrían entrar a solucionar más efectivamente sus problemáticas y 
lograrían apalancar el fomento productivo y empresarial (Caicedo, 2008, pág. 110).
Además “el argumento fundamental a favor de la Autonomía, y, con ella, de la 
descentralización, es el aumento de la eficiencia y  de la eficacia del gobierno y  de su 
capacidad de respuesta a las necesidades de la ciudadanía” (Piedrahita pág. 78). La 
Autonomía en términos jurídico-políticos nacionales, entonces llevaría a la 
consolidación de entidades territoriales con competencias más precisas, una mayor y 
mejor administración de los recursos, una mayor presencia y fortalecimiento del Estado 
en el ambiente local y  un aumento del control y la vigilancia por parte de las entidades 
fiscalizadoras en el nivel central, intermedio y local.
A su vez, la Autonomía territorial otorgaría una mayor gestión y defensa de los 
intereses por parte de las entidades territoriales, con lo que dichas entidades podrían 
administrarse según su contexto histórico, cultural y  de vocación económica lo que 
dotaría a una administración con mayores herramientas para enfrentar sus principales 
problemas.
En ese orden de ideas, más Autonomía territorial para el Departamento de La 
Guajira, significaría una mayor disposición de recursos para solucionar sus problemas 
sociales. También una asignación competencial que tenga en cuenta sus diferencias y 
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complejidades, geográficas, culturales, étnicas y sociales. Por último, requiere una 
mayor presencia de las entidades de control para disminuir la corrupción y delincuencia. 
Todo lo anterior generaría mayor eficiencia administrativa, que se traduciría en 
disminución de factores de pobreza y desigualdad, lo que incrementaría su fortaleza 
económica, generando desarrollo social y económico en el Departamento.
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4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
Al analizar el objetivo de esta investigación, se puede concluir que las herramientas que 
le ofrece el principio de Autonomía territorial al Departamento de La Guajira son 
insuficientes para que éste pueda recaudar los recursos necesarios para ejecutar 
eficientemente las competencias en materia de promover el desarrollo económico y 
prestar servicios públicos.
En el primer capítulo se definió el concepto de Autonomía territorial y su 
alcance en el nivel intermedio de gobierno. Dicha definición puede hallarse en el 
artículo 287 de la Constitución que consigna lo siguiente: Las entidades territoriales 
gozan de Autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la 
Constitución y la Ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 1. Gobernarse por 
autoridades propias. 2. Ejercer las competencias que les correspondan. 3. Administrar 
los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
4. Participar en las rentas nacionales. Además la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional delimita aún más el dicho concepto. La Corte determina que dicho 
concepto está limitado por el principio de Unidad; que su mínima expresión se 
encuentra en el artículo constitucional anteriormente citado; su máxima expresión se 
halla en el derecho de las entidades territoriales para gestionar sus intereses. 
La Autonomía en Colombia dista de ser un concepto con las mismas 
implicaciones que en los modelos Federales y Regionales. Sin embargo, su 
consagración en la Constitución de 1991 significó un gran avance para seguir 
profundizando el proceso de descentralización en el país. A su vez, las entidades 
territoriales se vieron beneficiadas con más participación política, algunos recursos 
adicionales y  más competencias. Sin embargo, una serie de reformas posteriores a la 
Constitución han ido en contravía del principio de Autonomía y  han significado un 
retroceso en esa materia. Concretamente la Ley 1454 de 2011 y  el Acto Legislativo 05 
de 2011.
En el segundo capítulo se hizo evidente que, pese a las intenciones de reforma 
para otorgar más competencias a los departamentos, este proceso no estuvo acompañado 
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de una asignación de recursos para que los Departamentos pudieran ejecutar la totalidad 
de competencias que les fueron asignadas, lo que terminó en una sobrecarga 
competencial. Se demostró que el Departamento de La Guajira ha sido incapaz de 
asegurar una base presupuestal suficiente para ejercer las competencias en materia de 
promoción del desarrollo económico y prestación de servicios públicos. Se llegó a esa 
conclusión luego de estudiar los recursos públicos del Departamento de La Guajira y 
comprender que han sido mermados por la actividad del contrabando que ha impedido 
un recaudo adecuado de impuestos sobre el cigarrillo, los licores y la sobretasa a la 
gasolina. Se evidenció que La Guajira depende de los recursos de regalías y de las 
transferencias del gobierno Nacional. Lo anterior es problemático para su presupuesto. 
En primer lugar, depender de las transferencias, es un factor de riesgo para la salud 
financiera del Departamento. En segundo lugar, la reforma al sistema de regalías 
produjo un descalabro en sus cuentas, ya que se redujeron sustancialmente los recursos 
provenientes de dicha fuente. Además, se comprobó que, en palabras de Meisel (2007), 
existe un “mito redentor” en torno a los recursos de regalías y que estos han sido 
insuficientes para que el departamento combata la pobreza y la desigualdad.
En el capítulo 3, se demostraron algunos de los avances derivados de la 
Autonomía territorial en la Carta Política del 91. Por ejemplo, la reducción del índice de 
Necesidades Básicas Insatisfechas en la mayoría de los municipios, entre los años 
noventas y  el 2005. Sin embargo, este indicador sigue siendo exageradamente alto a 
comparación con el total nacional y en el sector rural llega a casi al 92%, según datos 
recientes del DANE, lo que evidencia que La Guajira sigue teniendo profundas 
debilidades para ejecutar sus competencias. Se lograron observar unas oscilaciones en lo 
que tiene que ver con la tasa de pobreza y pobreza extrema, sin embargo, para el año 
2012 estos indicadores lograron ser inferiores a los del año 2002 y desde el año 2010, 
han presentado unos descensos importantes. Se visualizó que la desigualdad en el 
Departamento, ha ido incrementándose desde el año 2007 y si tenemos en cuenta la 
evolución de las Necesidades Básicas Insatisfechas, eso se debe a que cada vez se 
ensancha la brecha entre lo urbano y lo rural. Posteriormente se comprobó esa precaria 
situación social, producto de la debilidad institucional, ha permitido que el 
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Departamento de La Guajira, sea débil económicamente y que allí proliferen actividades 
ilegales como el narcotráfico y el contrabando. Finalmente, se demostró que la 
Autonomía territorial está ligada a la eficiencia administrativa y que esta genera 
desarrollo económico.
Al terminar la investigación, surgen una serie de recomendaciones. En primer 
lugar, los órganos de poder central, como el Congreso, Ministerios, etc., deberían 
estudiar más a fondo la complejidad histórica, cultural, geográfica y social del 
departamento de La Guajira. Lo anterior permitiría que desarrollaran estrategias 
tendientes a mejorar la situación de dicho territorio. El artículo 302 de la Constitución, 
permite asignar competencias diferenciadas a los departamentos del país, sobre esa base 
se puede consolidad un Estatuto Especial para el Departamento de La Guajira (como el 
que existe para San Andrés y Providencia) y  así darle mayor herramientas para que 
pueda administrar más eficientemente sus asuntos.
En segundo lugar, se debe estudiar una reforma tributaria que busque dotar a 
las entidades territoriales, como el Departamento de La Guajira, de más recursos para 
que puedan ejercer sus competencias. Dicha reforma debería ir acompañada de más 
efectivos órganos de control, que puedan prevenir que los recursos sean despilfarrados y 
desviados por actos de corrupción.
En tercer lugar, se deben tomar acciones conjuntas entre el Estado Central y 
local para frenar el contrabando. Esta actividad impide que el Departamento de La 
Guajira pueda recaudar recursos propios. Sería interesante realizar más estudios para 
comprender cuáles son los incentivos de dicha actividad y las posibles formas de 
solución.
Por último, es necesario que el país siga avanzando en otorgar más Autonomía 
a las entidades territoriales. Esto dotaría de herramientas certeras, a los Departamentos, 
para que combatan la pobreza, la desigualdad y generen desarrollo económico. Esto 
último, va en sintonía con la propuesta de Héctor Mondragón, en el libro “Colombia 
Ante los Retos del Siglo XXI: Desarrollo, Democracia y Paz”. Dicho autor (2001, pág. 
181), propone que un objetivo estratégico para el país debe ser el de adelantar un 
reordenamiento territorial basado en la realidad social, económica, geográfica, ecológica 
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y cultural de los territorios. El país necesita estudiar más el concepto de Autonomía 
ahora que estamos pensando en la organización institucional del postconflicto13.
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13 La Revista Semana, en un artículo publicado el primero de marzo de 2014, expone que en el segundo 
encuentro de la iniciativa “Reconciliación Colombia”,  el llamado unánime de los asistentes a dicho foro, 
fue el que “el centro reconozca el papel y la autonomía de los territorios”. Más adelante,  en dicho artículo 
se reitera que “la reconciliación pasa por los territorios y el país no va a cambiar si desde el centro 
bogotano no se reconoce la diversidad regional y se respeta la autonomía local”.
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ANEXOS
Anexo 1. Entrevista al exsenador y último gobernador designado por el presidente 
en La Guajira, Román Gómez Ovalle. Realizada el 4 de junio de 2014 en su casa en 
la ciudad de Riohacha.
Pregunta: ¿Contaba usted con las herramientas administrativas, presupuestales 
suficientes para administrar el departamento?
Respuesta: Yo fui gobernador cuando estaba vigente un régimen centralista, es decir, 
que las grandes decisiones y el manejo de los grandes recursos se concentraban en el 
centro. Para emprender grandes obras se requería del concurso y apoyo del gobierno 
nacional. Para eso era fundamental que las regiones, las entidades territoriales 
En el caso particular de La Guajira, nosotros veníamos de una situación fiscal y 
económica muy precaria. La Guajira, no hace mucho tiempo, entró a ser departamento 
en el año 1965. Yo estuve de gobernador en el 90, entonces aquí la mayor fuente de 
ingresos en otros departamentos, son las rentas de cigarrillos, de licores, eran las 
mayores rentas. Aquí eso no se daba porque entraba el cigarrillo de contrabando y en 
licores no entraba nada porque todo el licor entraba de contrabando, apenas se percibía 
algo porque se vendía en pequeñas cantidades el aguardiente antioqueño, pero no era 
muy significativo el recurso. Entonces no teníamos los recursos para emprender obras 
importantes.
Tanto es así que Riohacha que era la capital del departamento, cuando yo 
llegué a la gobernación, prácticamente no tenía agua. Yo, estaba recién elegido senador 
y el presidente Gaviria me ofreció la gobernación y  yo le solicité que me diera los 
recursos, un diálogo porque éramos amigos. Yo fui a pedirle que dejara al gobernador 
que estaba, que lo estaba haciendo bien, el doctor Francisco Javier Daza y él me dijo 
“no, yo quiero que usted sea mi gobernador” porque habíamos sido compañeros en el 
congreso juntos. Yo le dije: “bueno, yo le acepto, pero me ayuda dándome los recursos 
para hacerle el acueducto a Riohacha”; y en efecto, me ayudó con los recursos para el 
acueducto de Riohacha y me correspondió abrir la licitación porque ya tenía la 
financiación para el acueducto de Riohacha. No pude participar en la ejecución de las 
obras, porque vino la reforma constitucional del 91 y no estuve en el gobierno sino 16 
meses. Me reemplazó el doctor Jorge Ballesteros, le correspondió adjudicar el contrato 
respectivo y le correspondió también manejar la ejecución de las obras, pero yo 
conseguí los recursos para el nuevo acueducto de Riohacha.
Pero lo más importante, es que usted (conversa conmigo) refresque, si ya 
conocía, que la situación de los municipios y departamentos era precaria, desde el punto 
fiscal y  económico. Yo reactivé el banco de proyectos y  mandé a hacer nuevos 
proyectos y con eso, cuando había proyectos  se conseguía el apoyo del gobierno 
nacional, traducido en contrapartidas. La entidad territorial ponía algo y el gobierno 
nacional le completaba el valor de las obras. Así pudo el doctor Jorge Ballesteros 
después, ejecutar una serie de obras. Yo proyecté la ejecución de alcantarillado, de 
acueducto en La Punta, Dibulla, Conejo, en diferentes partes, precisamente por el 
centralismo se dependía mucho del gobierno nacional.
Pregunta: ¿Usted cree que la situación cambió con la entrada en vigencia de la 
Constitución del 91, o sigue siendo difícil para la figura del gobernador, 
autónomamente, utilizar sus recursos para ejecutar obras en el departamento?
Respuesta: Con la Constitución del 91, cambió fundamentalmente la situación de las 
entidades territoriales. Porque entró en vigencia un régimen, que podríamos llamar, 
descentralizado. Ya los alcaldes y los gobernadores, no los nombraban en Bogotá, sino 
que los escogía el pueblo en las regiones. De otra parte, en el caso particular de La 
Guajira, como aquí se estaba explotando carbón y gas, había una ley que estableció un 
porcentaje de esas regalías para los territorios en donde se explotaban esos recursos 
naturales y esos recursos se manejaban con autonomía en las entidades territoriales, los 
manejaba con autonomía el municipio de Manaure, los manejaba con autonomía el 
municipio de Barrancas que percibía regalías del carbón, los manejaba con autonomía el 
municipio de Albania, los manejaba con autonomía el municipio de Maicao. Pero 
entonces, 1 el gobernador, elegido popularmente autónomamente por los pueblos de los 
territorios nacionales y 2, pues algunos departamentos tenían unas rentas 
importantísimas. 
La Guajira recibió durante la vigencia de la ley que le asignaba las regalías, 
recibió billones, desafortunadamente no se hicieron las obras más importantes. No se 
cubrieron por ejemplo, los servicios básicos fundamentales; mire a esta hora, Riohacha 
no tiene agua los 7 días de la semana durante las 24 horas del día, aquí no hay 
alcantarillado, aquí estamos lanzando las aguas residuales al mar y las otras, cuando 
llueve, corren por las calles y cuando no llueve también. Entonces, son dos servicios 
básicos fundamentales que hay que atender.
Pregunta: ¿Fue acertado o usted comparte o desaprueba, la acción del gobierno 
para centralizar el manejo de las regalías?
Respuesta: No lo comparto. No comparto la decisión del gobierno. Lo que sí debió 
hacer, fue establecer unos mecanismos de control para que los dineros se invirtieran de 
acuerdo con las necesidades básicas, de acuerdo con las prioridades sociales -
¿comprende?- por ejemplo, usted va a los municipios y encuentra mucho parque y 
encuentra piscinas secas y rajadas y muchas obras que las proyectaban y las contrataban 
más pendiente del porcentaje del contrato, que en la proyección social de la obra. 
Entonces, todos esos factores, la mala inversión, el mal uso de las regalías, fue lo que 
llevó también al gobierno nacional a que tomara las medidas que tomó y que considero 
que están pendientes de modificarlas, ¿por qué?, porque es que el departamento 
también, con base en esas regalías, adquirió unos compromisos. Por ejemplo, el 
préstamo del banco mundial, que son 90 millones de dólares, ese préstamo, se tomó 
pensando en pagarlo con las regalías, entonces creo que el gobernador le va a plantear al 
gobierno nacional el que le financien esos préstamos, unos compromisos futuros.
Pregunta: ¿Usted cree que el departamento amerita un tratamiento especial por 
parte del gobierno nacional, por su condición de ser fronterizo, de tener más de la 
mitad de población indígena y por tener ciertos rezago sociales?
Respuesta: el hecho de tener una población indígena con unas costumbres y  con unas 
instituciones. Aquí existe la ley  Wayuu y ellos la aplican para ciertos casos, pero cuando 
se trata de delitos comunes, ya ahí sí no rige la ley  Wayuu, ahí prima la ley nacional y 
tiene que ser así. Yo creo que más que una ley lo que se requiere es un plan de choque 
para atacar el analfabetismo en la población Wayuu y para atacar los altos índices de 
desnutrición y  lo otro es incluir a los indígenas dentro del desarrollo nacional. Por 
ejemplo cuando yo fui congresista, yo hice aprobar en el congreso, la carretera 
circunvalar de La Guajira, esta le da la vuelta a la península, si se construye esa 
carretera que cada día está tomando más importancia y mayor vigencia, va a ver 
inclusión, los indígenas van a estar cerca de los centros educativos, van a estar cerca de 
los centros comerciales, van a estar más cerca de los centros hospitalarios, más cerca de 
todos los servicios. Y de otro lado, esa carretera circunvalar de La Guajira, está 
concebida como un proyecto multipropósito, ¿por qué multipropósito? Porque le va a 
permitir al gobierno nacional hacer presencia en la frontera, dos, porque habrá que hacer 
levante de tierras, como se hicieron para construir la carretera a Puerto Bolívar, y  al 
hacer levante de tierras hay que hacer ingeniería préstamo de terreno y  donde se hacen 
esos préstamos se podrían hacer grandes reservorios para que se llenen el invierno. Con 
esos reservorios se podrían construir unos microacueductos y de otra parte se podrían 
implementar unos pequeños sistemas de riego para que produzcan alimentos que el 
indígena ha cultivado tradicionalmente.
Más que una ley especial, lo que sí requiere es un tratamiento especial, porque 
contrasta la atención que ha brindado el gobierno venezolano en la frontera a los 
indígenas Wayuu venezolanos, con el abandono que hay aquí en el territorio 
colombiano. Usted en la frontera venezolana encuentra carreteras pavimentadas, 
encuentra tiendas, encuentra centros de salud, encuentra hospitales cerca, encuentra 
escuelas. En cambio usted del lado nuestro, no encuentra esas cosas. Entonces sí se 
requieren medidas especiales por la situación fronteriza y además por la situación 
humana que hay: hay un alto índice de analfabetismo y un elevado índice de 
desnutrición.
Pregunta: ¿Usted considera que la figura del gobernador, es una figura autónoma 
o si ha habido un detrimento de su autonomía? ¿Usted considera que con una 
mayor autonomía puede obtener mayores resultados en materia administrativa y 
en ejecución de obras en el departamento?
Respuesta: hay una relativa autonomía, porque ahora se instituyeron las OCAD, 
precisamente una relativa autonomía y le estoy  hablando específicamente para el 
manejo de los recursos, porque para otras cosas el gobernador tiene autonomía, pero 
para el manejo de los recursos hay una relativa autonomía, porque la mayoría de los 
recursos -no todos- se manejan a través de las OCAD y en las OCAD tienen 
participación el gobierno nacional y otros gobernadores. Por ejemplo actualmente la 
OCAD del Caribe, está presidida por el gobernador del Atlántico, claro que eso se rota, 
entonces la autonomía es relativa, para obtener logros en materia de obras lo que hay  es 
que preparar proyectos que recojan las necesidades más sentidas de La Guajira y que 
estén bien estructurados.
Anexo 2. Entrevista al  exgobernador guajiro y exsenador, Jorge Ballesteros. 
Realizada el 19 de junio de 2014 en su oficina en el Senado.
Pregunta: En aspectos generales, ¿cuál era la situación político-administrativa y 
social del  departamento de La Guajira, al inicio de su primer mandato como 
gobernador?
Respuesta: Bueno, que yo recuerde eso fue en el año 92. La situación política 
administrativa, se implementaba una nueva figura que era la elección popular de 
gobernadores y recientemente se había también establecido la elección popular de 
alcaldes, de tal manera pues que eso se reflejó en una mayor autonomía, frente a las 
decisiones administrativas y políticas. Y por ello se trabajó de una manera más 
conectada, con mayor interlocución con los alcaldes. De otra parte, el hecho mismo de 
ser un gobernador por elección popular generó también la oportunidad para que la 
relación con la misma asamblea departamental, en términos políticos administrativos 
fuese más fluida y  todas las dependencias de la administración departamental, me 
refiero a los institutos descentralizados, en ese momento, de alguna manera se 
fortalecieron, con esa autonomía relativa que se manejó en materia política.
La situación social del departamento en términos generales, era las necesidades 
básicas insatisfechas, los problemas que siempre han existido, de saneamiento básico, 
de empleo y de vivienda, por supuesto que no había esa cantidad de desplazados que 
existe hoy en La Guajira que genera mucha mayor demanda, sobre todo, en temas de 
servicios públicos. Contamos en esa administración, yo recuerdo, en ese momento con 
un apoyo del gobierno nacional para el acueducto de Riohacha, que se estructuró y 
logró construir en esa época con la fuente que hoy se tiene que es el río Tápias, pero que 
por supuesto que con el crecimiento de la población ya hoy es insuficiente.
Pregunta: ¿Usted consideraba que en ese momento contaba con las competencias 
suficientes para administrar al departamento?
Respuesta: Yo lo que creo es que con la constitución de 91 el concepto de la 
descentralización pues sí evidentemente ha habido la asunción de unas competencias 
que le generan al gobernador mucha mayor responsabilidad. El problema que siempre 
ha existido, a mí juicio, es que de una parte la demanda de servicios, de empleo, de 
oportunidades, de inversión social, ha crecido por la propia dinámica poblacional, pero 
realmente los recursos son cada vez más insuficientes. Mucho más ahora con el nuevo 
sistema general de regalías que cercena los ingresos que tiene el departamento, sobre 
todo para inversión social. El departamento ha tenido históricamente un grave problema 
y es que el departamento no genera recursos propios, ni siquiera para su funcionamiento 
como entidad administrativa, porque a diferencia de los otros departamentos, pues usted 
conoce la caracterización de La Guajira, el contrabando de cerveza de cigarrillos, de 
licores, todo eso no ha permitido que realmente a las arcas departamentales haya una 
generación de ingresos propios suficientes. Afortunadamente después de la creación de 
la zona aduanera especial, ahí se estructuró una posibilidad para generar ingresos 
propios, a través del impuesto al consumo de toda la mercancía que se introduce. Pero 
esa ha sido la gran debilidad del departamento y  hoy, tiene amenazada la viabilidad 
financiera del departamento.
Pregunta: ¿Qué tan autónomo es el departamento para gestionar sus asuntos 
internos, por ejemplo a lo concerniente al comercio y al contrabando de gasolina?
Respuesta: Bueno es que eso tiene una serie de connotaciones, unas variables ajenas, 
externas y a las competencias y  decisiones del departamento. Por ejemplo el tema del 
contrabando, usted sabe que tiene mucho que ver con las autoridades de policía, con 
procesos de control mismo del contrabando, la misma topografía de La Guajira no hace 
fácil que se pueda hacer ese tipo de control y por supuesto eso genera también unos 
espacios de corrupción que se vuelven facilitadores del tema del contrabando, es un 
tema de mercado. De alguna manera. esto, el tema del combustible, muy  a pesar de los 
programas que hoy  están en el departamento, como la introducción de la gasolina 
venezolana a un buen precio, sin embargo, en el mercado se vuelve poco competitiva 
con el contrabando de gasolina y  ahí vuelve y juega el tema del desempleo y de la 
necesidad de la subsistencia de la población que no encuentra oportunidades laborales 
formales y tiene que acudir a lo que sea para sobrevivir.
Pregunta: ¿Pero usted no cree que con un mayor grado de gestión de sus intereses, 
La Guajira no podría solucionar en pequeña medida ese problema del 
contrabando. Es decir, si nosotros le pudiéramos decir al gobierno nacional: 
Ayúdenos con esta situación, dennos más cupos para vender gasolina, 
fortalezcamos la Zona de Régimen aduanero especial; esas medidas no ayudarían a 
disminuir el contrabando?
Respuesta: Bueno, ahí está radicada en el congreso un proyecto de ley  de fronteras, 
porque yo lo que creo es que el problema es estructural. En el fondo, el problema es 
empleo, lo demás es simplemente consecuencia de la escasez de una oportunidad 
laboral. Entonces, en la medida en que se genere empleo, empresas nuevas, haya 
incentivos tributarios, que haya mayor facilidad en el tráfico de la mercancía, de las 
personas, todo eso que hoy está ahí trabajado en el proyecto de ley de fronteras, yo 
creería que ahí ese tema estructural va a mejorar. Lo otro son simplemente medidas 
policivas, de control policivo, que al final se vuelven, no solamente insuficiente sino 
impotentes porque allí opera el fenómeno de la corrupción.
Pregunta: ¿Cuál es su opinión frente al cambio del sistema general de regalías y si 
usted cree que afecta la autonomía del departamento?
Respuesta: Bueno, ¡por supuesto! El departamento tenía una autonomía sobre el 
manejo de las regalías directas, que cuando se utilizaban los recursos con la planeación 
suficiente pues, generaba proyectos y programas que le sirvieron mucho al 
departamento, por ejemplo, la gratuidad de la educación, se construyó la universidad de 
La Guajira, se hicieron algunas vías cofinanciadas con el gobierno nacional por 
iniciativa del departamento. Hoy en el modelo que se tiene, los famosos OCAD, fuera 
de que se han disminuido las regalías directas ellas tienen que ser manejadas a través de 
la figura del OCAD y eso para muchos analistas del tema, consideran que ha generado 
una frustración, que las entidades territoriales y por supuesto La Guajira, por la 
tramitología que resulta de ejecutar obras a través de los OCAD.
Pregunta: ¿O sea que en cierta medida, limita la autonomía del gobernador?
Respuesta: Por supuesto. Totalmente y esa es una queja que uno escucha, no solamente 
en La Guajira, sino en todas las regiones productoras de carbón, de gas de petróleo.
Pregunta: ¿Cómo es el diálogo nación-región. Una mayor autonomía mejorará la 
administración?
Respuesta: Volvemos a reiterar lo que dijimos inicialmente: se ha perdido mucha 
autonomía, por la falta de los recursos de regalías directas, casi todas las iniciativas en 
el departamento tienen que ver o con recursos de cofinanciación del presupuesto 
nacional o con el modelo de los OCAD y vuelve y  juega el tema de la falta de recursos 
propios, que entre otras no permite que haya una mayor eficiencia en la gestión 
administrativa.
Anexo. 3. Entrevista al Ministro de Minas Amylkar Acosta. Realizada el  día 18 de 
julio de 2014 en su despacho en el Ministerio de Minas y Energía.
Pregunta: ¿Cuáles son las ventajas y desventajas del nuevo sistema de regalías? 
¿Hasta ahora se han cumplido algunas de las metas de dicha reforma?
Respuesta: Bueno, en su momento la exposición de motivos y  la fundamentación que 
tuvo el ministro Juan Carlos Echeverry para la defensa y trámite del proyecto de 
reforma de las regalías que se convertiría en el Acto Legislativo 05 de 2011, estaba que 
se buscaba con esta e forma una equidad íntergeneracional, una equidad territorial y 
además se buscaba darle mayor transparencia al manejo de los recursos. Lo primero que 
tengo que resaltar es que el hecho de que haya sido el ministro de hacienda y no el 
ministro de minas y energía de la época que era Rodado Noriega hubiera presentado 
esta reforma delata el carácter fiscal, por no llamarlo fiscalista, de esta reforma que a mi 
juicio más que la equidad y la transparencia, lo que buscaba esencialmente era 
recentralizar los recursos provenientes de las regalías. A esto se responde y de respondió 
en su momento por parte de quiénes defendían esta reforma que eso no era cierto y 
esgrimían como la prueba reina el hecho de que los recursos provenientes de las regalías 
en el nuevo sistema no iban al presupuesto general de la nación, que tenía presupuesto 
propio como en efecto quedó.
Pero yo planteé que esa era una falacia porque en la práctica, en la medida en 
que esos recursos provenientes de las regalías iban ahora a una sola bolsa que es el 
sistema general de regalías y se canalizarían a través de los fondos que se crearon, como 
el fondo de desarrollo regional, el fondo de compensación regional, el fondo de ciencia 
y tecnología, etc. le liberaba recursos a la nación porque desde el mismo momento en 
que se concibió y  se concretó esta reforma, de ahí en adelante todo proyecto de alguna 
envergadura que un gobernador o un alcalde le presentará al gobierno nacional parar su 
financiación, la respuesta del gobierno central era que presentara el proyecto a los 
Órganos Colegiados de Administración y Decisión OCAD. De no existir ese fondo, de 
no existir este nuevo sistema, la nación habría tenido que echar mano de recursos del 
presupuesto general de la nación, entonces en la práctica realmente esa es una forma de 
centralización.
Pero además, se le dio un gran empoderamiento al gobierno central, en el 
manejo y  control de los OCAD, al punto que se llegó en un momento determinado a 
proponer que la nación y  el gobierno central, tuvieran el poder de veto en los OCAD, 
que por fortuna, lo tumbó la Corte Constitucional. Eso pone de manifiesto el 
“tufillo”centralista que tuvo en su momento esta reforma.
Entonces ese el primer aspecto que a mí pues me queda, y la investigación que 
hice me llevó a concluir que esta era una reforma que iba en contravía de los principios 
de descentralización y de autonomía territorial consagrados en la constitución. Ahora 
bien, esta es una reforma de ganadores y  perdedores ¿quiénes ganaron? ganaron los 
departamentos no productores que antes no eran sujetos de regalías directas, como sí lo 
eran los productores. Ellos se limitaban a recepcionar o a aplicar, para los recursos del 
fondo nacional de regalías, que representaban más o menos el 26% de todas las regalías 
iban al fondo nacional de regalías y a esos recursos sí podían acceder los departamentos 
y municipios no productores, entonces ahora ganan porque tienen una más amplia y 
mayor participación en los recursos provenientes de las regalías; entonces hoy cuentan 
con recursos, con los cuales antes no contaban para financiar sus proyectos de inversión. 
¿Quiénes pierden? Los departamentos y municipios productores y portuarios y  también 
las corporaciones autónomas y  también las comunidades indígenas y afrodescendientes 
perdieron ¿por qué? Porque en el caso de los indígenas y los afrodescendientes 
perdieron porque, como esta reforma hizo tabla raza del sistema anterior, en el sistema 
anterior yo había incluido en la ley un parágrafo que establecía que cuando los 
desarrollos de los proyectos estuvieran en el área de influencia de territorios indígenas, 
se obligaba que un porcentaje de los que recibían los municipios y un porcentaje de lo 
que recibía el departamento debían invertirse en esos territorios indígenas y  eso se borró 
de un plumazo. En otro artículo había yo establecido que las corporaciones autónomas 
regionales dentro de sus competencias debían suministrarle agua potable a comunidades 
indígenas y afrodescendientes que estuvieran en su jurisdicción y para eso también 
recibían apoyo de las regalías, eso también quedó borrado del mapa. Y perdieron los 
departamentos y  municipios productores y portuarios porque, ellos que recibían en 
promedio 76% de la totalidad de las regalías ahora, al final ya cuando termina el 
periodo de transición -que termina este año- terminan recibiendo -es el cálculo que yo 
pude establecer en el trabajo que realicé- terminan recibiendo algo así como el 9,5% 
entonces el impacto en las finanzas territoriales es muy fuerte y esto pues lleva 
precisamente a situar a muchos departamentos, entre ellos el de La Guajira, en 
condiciones de inviabilidad fiscal, con un agravante y es que los únicos recursos 
contantes y sonantes con los que pueden contar los productores y portuarios, son 
aquellos que en el nuevo esquema del sistema de regalías son así canciones directas, o 
sea, son esos lo únicos recursos que pueden llevar al presupuesto. Porque aquellos 
recursos a los que puede acceder por la vía de los fondos, de los “multifondos” como los 
llamo yo, que se crearon son unos recursos contingentes a los que se puede acceder con 
proyectos pero que no sirven para apalancar financieramente a las entidades 
territoriales.
Y las cosas fueron tan lejos, que hasta esos recursos que son de asignación 
directa, no obstante ser de asignación directa, deben pasar también por los OCAD. La 
reacción contra esto ha sido tan fuerte que el presidente de la república fue consciente 
de esa realidad incontrastable que venía afectando a los entes territoriales productores, 
que se comprometió a que esos recursos de asignación directa en adelante no pasarían 
por los OCAD. Esta afectación que han tenido los departamentos y municipios 
productores portuarios ha contribuido a que haya una reacción, un gran descontento, 
una gran inconformidad, que ha alimentado y  incentivado la conflictividad social en las 
regiones en donde operan los proyectos, porque no se sienten compensados, en la 
medida del impacto social, económico, ambiental que tiene el desarrollo de los 
proyectos. De allí que también el presidente de la república se hubiera comprometido en 
campaña y estamos trabajando en ello, de buscar de qué manera se les compensa en 
alguna medida a estos departamentos y municipios, así sea parcialmente lo que 
perdieron.
Pregunta: La Constitución y luego la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
determinan que dos de los pilares básicos de la Autonomía de las entidades 
territoriales son: la gestión de los intereses internos y la administración de sus 
recursos. ¿Cómo afecta la reforma del sistema de regalías la Autonomía del 
departamento de La Guajira?
Respuesta: El tema de La Guajira se torna más dramático porque en momentos en que 
entra en vigencia esta reforma, la del sistema de regalías, que le significa un recorte 
sustancial de las regalías que venía recibiendo el departamento, di tú, de pasar de $ 
700.000.000.000 a recibir $ 200.000.000.000, se le hizo efectivo al departamento unas 
retenciones o deducciones de las regalías que tenía pendiente porque por una 
reliquidación que le hicieron de las regalías del departamento, le habían girado de más, 
aproximadamente $ 42.000.000.000. Entonces empezaron a...de la suma de por sí ya 
afectada por el nuevo sistema, además de eso, le restaron lo que de acuerdo a la 
reliquidación se la había girado de más y eso pues lógicamente ha repercutido en tornar 
más difícil la situación, el descuadre de las finanzas del departamento es tremendo y 
esto tiene, a su vez, otro efecto y es sobre la universidad. Resulta que la principal fuente 
de financiación que tenía la universidad eran los recursos que le transfería el 
departamento y  el departamento, ante la imposibilidad de hacerlo, entiendo -si no me 
traiciona la memoria- que el departamento le adeuda a la universidad aportes como del 
orden de $ 60.000.000.000. En estos momentos la universidad está en una crisis, está al 
borde del cierre y a esto se le vino a sumar el tema de la estampilla, recursos que 
también deja de percibir la universidad y esto pues está llevando a un callejón sin salida 
a la universidad y al departamento.
Pregunta: Uno de los argumentos subrepticios para reformar el sistema de 
regalías, fue que las entidades territoriales no le estaban dando buen uso a dichos 
recursos. ¿En el departamento de La Guajira, se ha hecho una buena inversión de 
las regalías?
Bueno empecemos por decir que es innegable que en el manejo de las regalías con el 
anterior sistema hubo ineficiencia en la asignación y ejecución de los recursos, que no 
siempre se asignaron a los proyectos prioritarios, hubo desviación de estos recursos a 
otros fines que no eran prioritarios y  digámoslo claramente: esta fue una fuente inmensa 
de corrupción. Y entre otras cosas esto fue lo que facilitó en gran medida que pasara la 
reforma, porque uno se quedaba desarmado, a mí que me tocó defender -no lo que 
habían hecho los gobernadores y  los alcaldes- sino defender los recursos de las 
regiones; se quedaba uno desarmado ante tanto escándalo y tantas tropelías que se 
cometieron con esos recursos, al punto que mucha gente con la que tuve oportunidad de 
interactuar en foros, en conversatorios en La Guajira, el decir de la gente era “para que 
se siguieran robando las regalías, que se las trajeran para Bogotá”, hoy deben estar 
arrepentidos porque el tema es que quienes perdieron no fueron los corruptos, que se 
habían apropiados de los recursos y con esta reforma no los iban a devolver, el 
perjudicado terminó siendo la comunidad, porque estos recursos se le quitaron al agua, 
se le quitaron al alcantarillado, se le quitaron al transporte escolar, se le quitaron a los 
almuerzos en los colegios y en las escuelas, se le quitaron a la Universidad, por eso con 
tal razón La Guajira y en muchas otras partes lo que muchas veces clamaba la gente era 
que “que se lleven a los corruptos, pero no se nos lleven las regalías.
Pregunta: ¿Qué institucionalidad se requiere para que estos recursos sean bien 
destinados?
Respuesta: En mi concepto si bien es cierto, que esa es una realidad de a bulto que no 
se puede ocultar, la reforma per se, no asegura que se le dé un mejor uso, más eficiente 
y más transparentes a los recursos y prueba de ello es que después de que entró a operar 
este nuevo sistema ya se han dado los primeros brotes también de corrupción en el 
manejo de esos recursos, como lo ha denunciado la Contraloría general de la república. 
Lo que hay que hacer y  es lo que desde el ministerio estamos promoviendo, 
son mecanismos más eficaces de control, de la ejecución de esos recursos. Para eso 
estamos implementando una nueva plataforma georeferenciada para registrar allí, en 
tiempo real, el curso y  el flujo de los recursos provenientes de las regalías: desde que 
esas regalías entran al sistema, hasta el momento al que se aplica a los proyectos y se 
pueda, en tiempo real, el ciudadano de a pie, saber dónde se originó el recurso y dónde 
fue a dar el recurso
Pregunta: ¿Usted cree que hay voluntad política del gobierno nacional para 
revertir o modificar el actual sistema de regalías?
Respuesta: No sólo existe la voluntad política, sino que existe un compromiso por parte 
del gobierno y nosotros estamos acompañando al presidente en ese propósito de: una 
que es menos difícil que es buscar la manera de compensar a las entidades territoriales 
que perdieron con esta reforma, a través del presupuesto general de nación. Y el otro 
que es un poco más difícil, porque conlleva una reforma a la Constitución, para que los 
recursos correspondientes a asignaciones directas, no tengan que pasar por los OCAD, 
porque desafortunadamente uno de los errores que se cometieron con esta reforma fue la 
constitucionalización del sistema.
Anexo 4. Entrevista al exgobernador de Nariño y asesor de Fedepartamentos, 
Álvaro Zarama. Realizada el 20 de Marzo de 2014 en su apartamento en Bogotá.
Pregunta: ¿Cuál es su concepto sobre el principio de Autonomía territorial? ¿Qué 
avances y retrocesos vislumbra en dicha materia.
Respuesta: Yo diría que la Autonomía es un grado ya supremo, el máximo de la 
descentralización. Pero lo que se ha buscado en la constitución, en el diseño 
constitucional colombiano es descentralización, no autonomía. Entonces, la 
descentralización va sobre tres pilares: la descentralización administrativa, la 
descentralización política y la descentralización fiscal. La descentralización política sí 
se ha logrado, indudablemte, con qué fórmula constitucional? con la fórmula, primero, 
de la elección de alcaldes en el 86, y  la constitución del 91 que hizo la de gobernadores, 
así que efectivamente, hay descentralización política. Pero eso está cojo, porque 
descentralización administrativa no existe, no ha existido de la manera como debería 
haberla, entonces usted ve que la Nación tiene mucha injerencia en los asuntos 
regionales. Mira que cuando estuvimos haciendo un trabajo en el ministerio de 
Agricultura, maneja todavía puestos de monta de caballos en los departamentos. 
Entocnes, descentralización administrativa tal como se pensó que la iba a haber no la ha 
habido.
Pese a que nosotros decimos que el artículo 287 de la constitución que define 
la autonomía en cuatro cosas, elección de sus autoridades, administrar sus recursos, 
ejercer sus competencias y participar de las rentas nacionales
Yo pienso que Autonomía, no estamos por ejemplo al modelo español, de las 
regiones autonómicas. Y siguiendo mi discurso, la descentralización fiscal, esa sí que ha 
sido todavía más pobre, no obstante hay dos avances importantes: el situado fiscal, eso 
les dio a los departamentos recursos, asignados ¿no?, pero sin grado de libertad porque 
iban para educación y  salud, entonces el situado fiscal, sí les daba recursos pero no 
autonomía de asignación ni de manejo. Y el otro gran avance es el de la ley  de regalías, 
la ley de regalías sí les ha hecho dar un brinco a los departamentos, por decirte un 
ejemplo: Nariño con un presupuesto de inversión de 50.000, pasa al año a 250.000 
millones, le aumenta la capacidad de inversión 5 veces y  así a todos. Excepto a los que 
eran productores, como La Guajira y el Meta, que no los disminuye, mantienen lo que 
tenían pero no crecen como crecieron los otros. Pero de nuevo, las regalías están 
condicionadas a unos mecanismos de trámite y de administración, que los 
departamentos tampoco es que puedan hacer con ellas lo que quieran. Ahora, mira que 
los gobernadores, si bien la descentralización política fue buena y  efectiva, fracasó la 
gestión de los gobernadores, no hay administrativa y no hay fiscal entonces qué hacen 
con plata.
Pregunta: Cuáles fueron sus principales retos al llegar a la gobernación?
Respuesta: El clientelismo, las gobernaciones eran un botín burocrático, del que 
nombraba antes de la elección popular. Lo primero que había que acabar era la cultura 
del clientelismo. Segundo, unos departamentos absolutamente dependientes de la renta 
del tabaco y  del licor, no tenía más presupuesto y  tercero yo creo que el gobernador, sin 
competencias sin autoridad frente a toda la red del Estado, los alcaldes no le responden, 
los de los institutos descentralizados no le responden. Entonces, yo propuse que 
acabáramos las gobernaciones, que más el gobernador fuera una especie de canciller de 
los departamentos en Bogotá, y que quitáramos las secretarías de salud, de educación, 
toda esa cosa y que fuera una especie de rey de España, que representara al 
departamento con honor.
Pregunta: Entonces, ¿usted cree que los departamentos en materia de 
competencias están graves?
Respuesta: ¡Claro! La única competencia clara que tiene hoy en el régimen jurídico 
colombiano, es la promoción del desarrollo de sus departamentos. ¡Eso es todo y  nada! 
Promover el desarrollo es desde filmar una película, hasta enterrar un muerto, cualquier 
cosa es desarrollo. Pero con qué, ante quién, cómo. Entonces dice, promover el 
desarrollo, claro yo hago un acueducto y estoy promoviendo el desarrollo, ¿entonces 
debo hacer acueductos? Sembrar árboles es promover el desarrollo, todo el discurso que 
uno quiera abrir, ¿debo sembrar árboles? Entonces mira que esa distribución de 
competencias y recursos, que se hizo una ley después de la constitución del 91, eso fue 
mal hecho. Después se creía que con la ley  de ordenamiento territorial se iba a lograr 
también una definición de áreas de cada nivel del Estado, se copió todo el bloque que 
había en la constitución y  se puso en la ley. Entonces, ¿de qué se van a encargar los 
departamentos? Esa es la pregunta fundamental.
Pregunta: ¿La falta de competencia tiene conexión con todo el rezago económico 
de los departamentos?
Respuesta: ¡Claro! Es decir, el problema es de todos, pero hay  unos que por su inercia 
de tamaño de escala, como Cundinamarca, Antioquia, Valle, y  algunos que tenían 
regalías, subsisten, pero los demás no tienen nada que hacer, los de fronteras por 
ejemplo. Los departamentos, yo sí creo que están perdidos, están en un mundo viviendo 
de una tradición. Ahora, ¿que son importantes? Claro, todo les ha pegado a los 
departamentos, hasta la ley  de circunscripción nacional de senado, eso los afecta 
también, porque entonces ya no hay representación en el senado de La Guajira, sino el 
senador que es de Guajira tiene que ir a otros departamentos a buscar votos y  así todos. 
Hasta en eso se les mochó a los departamentos importancia. Terminaron sin ser centro 
de la actividad senatorial.
Ese es el gran problema que tienen los departamentos: qué hacen, para qué 
sirven. Mientras no haya respuesta a eso
Pregunta: Usted está trabajando en el código departamental...
Respuesta: Estuve, porque fracasó. El centralismo no se quiere despojar de sus poderes. 
Donde nosotros hiciéramos de verdad descentralización, ni siquiera autonomía, 
quedarían desmantelados los ministerios. Hay ministerios como el de agricultura que se 
acaban, su gran burocracia ¿no? sus institutos y toda esa cosa. Entonces uno dice: 
bueno, ¿quién se va a dar esa pela? aquí no se la dan. Por eso mire, yo creo que un 
mensaje bueno y en eso, yo sí creo que es necesaria una constituyente, para rearmar la 
institucionalidad colombiana, además de la justicia y  la educación, esta parte de la 
política electoral, la estructura del Estado. 
Hay que ver cómo se transforma a los departamentos, o si hay que acabarlos -
no como división geopolítica, sino quitar el poder administrativo.
Pregunta: ¿Qué opinaría de un Estado colombiano regional, en donde el 
Departamento fuera un articulador de la Región, el Municipio y la Nación?
Respuesta: No me gusta la idea de las regiones. Es un buen tema, por ejemplo, para 
circunscripción del Senado, me gusta la región como tal. Pero lo importante, es definir 
los departamentos. Los departamentos son una tradición desde el comienzo de la 
república. Están en la cultura política, en el imaginario de la identidad regional.
Entonces, después de que haya un buen reparto competencial y se le asigne 
recursos al departamento, no se necesitaría otra entidad territorial. Estoy de acuerdo, a 
los departamentos hay que decirles para qué sirven, qué es lo que hacen.
Pregunta: ¿Cómo se puede lograr que la Nación conceda más autonomía a los 
departamentos para que estos puedan desarrollarse según su contexto económico? 
La Guajira es un departamento que históricamente ha sido comercial, es para que 
tuviera un estatuto especial  que indicara que allá hay libre comercio. El 
contrabando es una respuesta, porque el marco jurídico existente no le sirve a la 
gente, entonces se van a buscar cómo subsistir.
Respuesta: Hay que estudiar la diferencia entre ceder la competencia y  delegar la 
competencia. Cuando yo cedo la competencia te digo, mira tú haces eso tú verás cómo, 
cuando yo delego te digo, no hágalo pero un momentico reporta. El gobierno central no 
cede competencia de nada, menos fiscales.
La concepción del Estado colombiano es centralista
Anexo 5. Entrevista al economista guajiro César Arismendi. Realizada el 22 de julio de 2014, 
vía telefónica.
Pregunta: Comparando las tasas de NBI, entre el 1993 y 2005, es posible resaltar dos aspectos 
importantes. En primer lugar, 10 de los 15 municipios guajiros lograron disminuir su tasa de 
NBI. Sin embargo, Cinco municipios aumentaron su NBI con respecto a 1993, son: Barrancas, 
Distracción, Hatonuevo, Maicao y Urumita. ¿A qué se debe que algunos municipios guajiros 
hayan aumentado sus condiciones de NBI, mientras otros las han disminuido?
Bueno, no hay que negar que con la constitución del 91 se lograron algunos avances en materia de 
recursos para el departamento. Eso ha debido incidir en el gasto público social del departamento, 
explicando el porqué en algunos de los municipios las necesidades básicas insatisfechas se han 
disminuido. Sin embargo el aumento de las NBI en los municipios que mencionaste, pueden 
deberse a dos factores: uno de orden metodológico y  otro de orden demográfico. El censo de 2005 
es más preciso que el de 1993, en este último se han tenido en cuenta variables culturales que 
anteriormente no se analizaban. Por el otro lado, habría que analizar la situación particular de cada 
municipio. En Barrancas y en la zona de influencia de la mina del Cerrejón, habría que estudiar 
cómo ha influenciado la migración de personas por el auge de dicha actividad y cómo esa migración 
ha alterado las encuestas. De igual forma, habría que estudiar cómo la situación fronteriza en 
Maicao, y las migraciones han incido en que aumente las NBI. 
Pregunta: Analizando la evolución del coeficiente de Gini de La Guajira entre el 2002 y el 
2012, es posible apreciar que que dicho índice, pasa de un 0,484 en el  2002 (ubicándose por 
debajo del  índice nacional que era del 0,572); pasando al 0,556 en el  2012 (situándote por 
encima del indicador nacional). ¿Cuáles han sido los factores que han permitido que en La 
Guajira se haya disparado la medida de la desigualdad en los últimos 10 años?
También diría que esas diferencias en parte son de orden metodológico. La pobreza y la desigualdad 
en La Guajira obedece a factores históricos, culturales e institucionales. Entonces, puede ser que 
estos censos, evidencien cada vez más una desigualdad inter-étnica entre la población Wayuu, que 
habita mayoritariamente en zonas rurales y  la población que habita en los cascos urbanos. Sin 
embargo, las NBI demuestran que es poco lo que ha variado dicho indicador con respecto a la 
población rural, mientras que sí evidencian que este indicador ha bajado para los cascos urbanos. 
Ahí podría  explicarse, de otra forma, el porqué la desigualdad ha ido aumentando en los últimos 
años.
Anexo 6. Clasificación de los departamentos colombianos basada en el modelo 
DEA (1993-2007). Fuente: (Cotte y Pardo 2011).
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Anexo 7.   Acta de Acuerdo para la Ejecución del Proyecto de Adecuación de 
Tierras Ranchería.
